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ExcELENTÍSIMo Sa. MINISTRO : 

ExcELENTÍSIMo SR. PRESIDENTE : 

DIGNÍSIMAS AuTORIDADES : 

lLuSTRÍsiMos sEÑORES AcADÉMicos : 

SEÑORAS y SEÑORES: 

Si el agradecimiento es la memoria del corazón, yo os prometo 
que el mío ha de guardar para siempre el recuerdo hacia los que 
tan generosamente me han elegido para sentarme en esta Corpo­
ración. En un Íntima examen de conciencia, me declaro ayuno en 
absoluto de merecimientos para ello, y únicamente encuentro en mí 
dos circunstancias que compensen aquella falta: el gozar de tan 
buenos amigos que me hayan elevado por encima de mis conoci­
mientos reales, y el poder, si Dios me da vida, emplear los años 
que tengo por delante para suplir la carencia de labor científica con 
mi celo y entusiasmo en pro de los trabajos de la Corporación. 

Permitidme en estos momentos una pequeña liberación de mis 
sentimientos, para dedicar un recuerdo emocionada a guien, des­
de la otra vida, puede contemplar hoy este acto, y que, haciendo 
de su profesión un sacerdocio y de su caballerosidad una razón de 
vivir, sirvió, como jefe de familia, de ídolo y ejemplo a mi juven­
tud y señaló el camino del Derecho que había de seguir. 

Generalmente, la primera formación con la que se inicia la vida 
de un profesional produce una impronta que ha de presidir las si­
guientes etapas, y, al tener que elegir un tema para el discurso de 
ingreso en la Academia, la tendencia Íntima nos ha llevada a la 
elección del que expondremos, que fue lo que constituyó la dedica­
ción en una primera fase de la vtda activa del que os habla. 
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Una Academia de Ciencias Económicas y Financieras ha de ser 

lahoratorio en el que se examine el sistema impositiva del país para 

deducir consecuencias, concretar efectos y promover mejoras que, 

contempladas desde fuera de la propia Administración, sirvan para 

que se coordinen los intereses económicos del país con el indiscu­

ttble derecho de aquélla a un régimen tributaria. 

T odo cuanto signifique atención, debate, a¡,robación o discon­

formidad pública y cientÍfica con las ramas jundicas de la Hacien­

da Pública, debe ser fomentada, investigada y expuesto. 

Si desde una posición independiente, aislada y objetiva, cual ha 

de ser, sin duda, la del que confecciona un trabajo académico, se 

contempla el panorama fiscal del país para recoger de él, aislar y 

someter a analisis uno de los cuerpos de imposición, ha de presidir 

un criterio amplio, sereno y equilibrada que, no induciendo a posi­

ciones preconcebidas, pueda exponer los fundamentos técnicos del 

lmpuesto y, a la par, los aspectos poco afortunados, posiblemente 

introducidos, bien por conveniencias momenraneas, bien por un 

aHn recaudatorio que puede hacer tambalear los principios cientí­

ficos en que debía basarse. 
El lmpuesto de Derechos Reales puede ya considerarse como 

tradicional e inmutable en sus líneas generales, pues creado en su 

actual conformación (y cualesquiera que sean sus anteriores prece­

dentes) no hace 90 años, ha estada practicamente al margen de las 

contingencias políticas por las que ha atravesado nuestra Nación 

'durante este período y, con modificaciones naturales en su detalle, 

ha constituïda realmente un tronco robusto en el que los jardineres 

han ida talando las ramas que lo adornan al calor del medio am­

biente en que crecían, pero sin desviar la dirección de su crecimien­

to ni amputar o añadir parte que hiciera modificar su sustancial 

modo de ser. Ha sido una obra amorosamente confeccionada, limada 

y mejorada durante su vida administrativa y constituye un conjunto 

importantísimo de preceptos substantivos y adjetivos con proyección 

trascendente a sectores diferentes de los puramente recaudatorios. 

Me ha impulsada a tratar este tema la consideración de esta 

importancia y el considerar que toda exposición, examen, crítica 

o aprobación de los preceptos legales que a este lmpuesto se refieren, 

añade, si no un grano de arena mas a su constitución, sí una nueva 

divulgación que pueda inducir a los profesionales a un estudio mas 

detallada de sus normas. 
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El Impuesto de Derechos Reales, elaborada por manos cuidada­
sas de juristas y no de políticos, produce efectos que podemos re­
agrupar de la stguiente forma : 

a) Efectos fisca/es. - La aportación que se logra al Erario pú­
blica es importante en su cuantÍa, regular en su obtención, cómoda 
en su exacción y general y equitativa, en principio, en su distribu-
ción. 

b) Efectos jurídicos. - La legislación del Impuesto contiene 
definiciones, señala contornos, impone normas sobre figuras pura­
mente jurídicas de Derecho Privada o Pública que, al no haber 
sido objeto de contemplación por disposiciones de Derecho Civil, 
Mercantil, Administrativa, etc., y tener realmente una existencia 
ignorada por la Ley, han de estar dotadas de un estatuto que sólo 
las normas del Impuesto que estudiamos les concede y que se apli­
can ya en la normal vida de la contratación, como si de preceptos 
comunes normativos se tratara. V éanse, si no, los sigui en tes ejem­
plos : contratos de suministro, contratos mixtos de obras y ejecu­
ción de servicios, valoración del usufructo en relación con la plena 
propiedad, adjudicación en y para pago de deudas. 

e) Efectos psicológicos. - Es comprensible, conocida la idio 
sincrasia del contribuycnte, que, cual ocurre con otros impuestos, 
produzca en él 1 en el que le dirige o asesora, un na~ural movi­
miento de evasion, de defensa, de repliegue en evitación de la carga 
económica que supone la imposición, y, de ahí, el nacimiento de 
una serie de vicios, ocultaciones, modificaciones y fórmulas de com­
plicada aspecto y fondo, que cristalizan en actos tan distintes de 
aquelles en que consistÍan realmente que en nada a ellos se parecen 
a los ojos de un espectador nuevo; pero si con ello se ha logrado 
apartar de sí o dismmuir la carga fiscal, lo ha sido, en la mayor par­
te de los casos, a costa de un crecimiento desproporcionada de los 
riesgos que normalmente se asumen en una contratación o actua­
ción económica. Se consigue no tributar o tributar menos, pero la 
seguridad del trafico ha sufrido hasta el punto de que muchas ve­
ces se haría preciso aportar ante los órganos de justícia los auténticos 
instrumentes en los que consta la realidad de lo actuada, pues el 
resto es en absoluta ineficaz. 

Y ello nos lleva a sentar una premisa de lo que consideramos 
habría de ser en el futura ~pues así debió ser en sus inicio~ el 
Impuesto que nos ocupa. En la mayor parte de los actos sujetos, 
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debería de ser voluntaria la presentacton a la liquidación, pero el 
pago debiera dotar al acto de una fuerza, garantÍa, o firmeza de la 

que careciese el acto no presentada. Es decir, el Impuesto se deven­

garía por ~aber con ell~ adquirida el contribuyente algo de lo que 

hasta ese mstante carecta. 
d) Efectos mercantiles. - El comercio presenta un complejí­

simo ramillete de operaciones cuya corriente ha de verse alterada en 

la medida que la imposición le afecte en su mayor o menor cuantía. 

Por ello, y siendo la defensa del trafico mercantil una de las premi­

sas en que una actuación legislativa ha de apoyarse, es preciso que 

el Impuesto sea cuidadosamente estudiada para que nunca sus dis­

posiciones provoquen un mayor o menor colapso o simple estanca­

miento. Debe defenderse el trafico mercantil honesta, que sólo ri­

queza proporciona para la Nación. 
El Ministro de Hacienda, deseoso de introducir un cambio total 

y revolucionaria en el sistema tributaria español, Y. consciente de la 

· urgencia de la entrada en vigor de la reforma, utdizó para tan tras­

cendental modificación la vía de una Ley de Presupuestos que, por 

definición, tiene una natur::~leza circunstanci::~l y efímera, y, sirvién­

dose de este vehículo tr::~nsitorio, hoy ha de considerarse la Ley de 
Presupuestos de 26 de diciembre de 1957 como la fuente de todo 

un sistema fiscal que pocos otros antecedentes legislativos posee. 

Sin embargo, en orden al lmpuesto que nos ocupa, la reforma 

que dicha Ley introduce no obedece, a diferencia de lo que en la 

mayor parte de las restantes contribuciones e impuestos ocurre, a 

un cambio de orientación introducido por la aplicación de unos cri­
terios fiscales que desean romper con todo un edificio construido du­

rante lentos años de rea juste y adaptación; porgue, encontdndose 

el órgano legislador con un cuerpo legal concienzudamente elabo­
rada y con una eficacia sólidamente acreditada, difícilmente podía 

ser sustituido por otro que, con una orientación diametralmente 

opuesta, contase con un fundamento y desarrollo de igual precisión 

y eficacia técnica. ' 

De ahí que únicamente se utilizó la referida Ley para introducir 

· en el Impuesto de Derechos Reales una serie de modificaciones que, 

durante el transcurso de los años, se habían ido señalando como 

necesarias, bien por una conveniente adaptación a disposiciones legales 

nacidas desde la última redacción de la Ley y Reglamento regulado­
res del Impuesto, o a circunstancias económicas insoslayables, bien 
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por una primaria, reacc10n de defensa del órgano tributaria ante 
una corriente defraudatoria nacida al socaire de posibles defectos 
u omisiones legales o de interpretaciones dudosas u oscuras. 

En la citada Ley de Presupuestos se recurrió constantemente a 

conceder extensas autorizaciones al Ministro de Hacienda para que 
éste pudiese ir introduciendo las variaciones que !e cran encomen­
dadas por dicha Ley; mas en el lmpuesto de Derechos Reales tal 
disposición no introdujo directamente modificación alguna, sina que 
cuanto se refiere a las reformas que !e conciernen, quedó encargado 
y encomendado al Ministro de Hacienda para int:oducirlas mas 
adelante. Es decir, que el texto legal de la Ley de Presupuestos nos 
ha de servir, no sólo como punto de partida de las reformas intro­
ducidas, sina también como contraste y medida de lo que realmente 
el órgano ministerial tenía competencia para realizar con posteriori­
dad en el desarrollo de las facultades concedidas con este motivo, 
teniendo siempre como regulador el principio basico de rango de 
las disposiciones legales. 

Las autorizaciones concedidas al órgano ministerial, en relación 
con este lmpuesto, concernían a cuatro extremos: 

a) Actos sujetos, añadiendo diversos conceptos. 
b) Acta s exentos, pretendiendo con seguir aunar en un precep­

to un cúmulo diversa de disposiciones, muchas de ellas oscuras o 
contradictorias, y otras nacidas al calor de circunstancias políticas 
o sociales ya superadas. 

· e) Normas para la exacción del Impuesto, sobre todo en orden 
a personas obligadas a su pago, base de liguidación y una limitada 
modificación de tarifas. 

d) lnspección, investigación y defraudación. 
Y el Mmistro dc Hacienda, en uso de las atribuciones a él con­

feridas por los artículos 82 al 96 de la Ley de Presupuestos de 26 
de diciembre de 1957, y el encargo de publicar textos refundidos 
con las modificaciones que !e formuló la disposición fiscal (e) de 
aquélla, promulgó un Decreto en 21 de mayo de 1958 con el texto 
refundido de la Ley y Tari fa, y, en 15 de enero de 1959, el Regla­
mento para la aplicación del anterior, que hoy han de considerarse, 
por tanta, como los reguladores del <<lmpuesto de Derechos Reales 
y sobre T ransmisión de Bienes, Caudal Relicta y sobre los Bienes 
de las Personas Jurídicas», en lugar del anterior de 7 de noviembre 
de 1947. 
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Para la exposición de las modificaciones sustantivas, podrían ha­
berse seguida métodos distintes de ordenación, reagrupamiento y 
analisis, a saber : 

a) Sistema subjetivo del contemplador, creando órdenes, gru­
pos o clases, atendiendo a la importancia, naturaleza jurídica, na­
turaleza fiscal, o trascendenèia de las modificaciones sufridas en cada 
uno; 

b) Sistema de comparación con otros cuerpos legales, adaptan­
do la exposición al orden de materias del Código Civil, Código de 
Comercio, dis~siciones complementarias de ambos y normas de 
Derecho Admmistrativo ; · 

e) Ordenación puramente fiscal, siguiendo el propio orden de 
la Ley y del Reglamento. 

Mas este última presenta, sobre los dos primeros, la gran ven­
taja de la claridad para el consultante, pues, gozando como goza el 
Impuesto de una larga vida de aplicación, constituye su texto re­
gulador una clasica fuente de consulta del que tiene necesidad de 
ello, por lo que viene a ser ya el seguir su ordenación un imperativa 
forzoso para cualquiera que desee estudiar su contenido, sus pro­
blemas, crítica o modificaciones introducidas en él con posterioridad. 
En consecuencia, espigando el T exto refundido de la Ley y del Re­
glamento las modificaciones sustantivas introducidas en él con refe­
rencia al Texto basta ahora en vigor, y siguiendo su mismo orden 
general, someteremos a vuestra consideración los siguientes puntos : 

1.0 Actos sujetos, que seran objeto de estudio y analisis al 
tratar de cada uno de los conceptes sustantivos de que se trate; 

2.0 Actos exentos; 
3.0 Actos intervivos, civiles o mercantiles; 
4.0 Actos mortis-causa; 
5.0 Actos de car:ícter u origen administrativa; 
6.0 Personas obligadas; 
7.0 Base de liquidación; 
8.0 Reglas de liquidación. 
Las finalidades perseguidas por la reforma señalada en la Ley 

de Presupuestos, y concretada en el texto refundido de la Ley, Ta­
rifa y Reglamento, pueden clasificarse de la siguiente forma: 

I) Ordenadoras. - Rectificando deficiencias de terminología; 
conceptuación o colocación reglamentaria. 
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li) Compiladoras. - Incorporando al Texto actos y concepto:. 
aparecidos en el ordenamiento jurídico con posterioridad al anterior 
Reglamento. (Vgr.: hipoteca mobiliaria, prenda, obligaciones pren­
darias, división de la htpoteca por pisos, actas complementarias para 
la . inscripción regtstral, concesiones de televisión y una serie de 
exenciones y bonificaciones dispersas.) 

III) Cautelares. - Para evitar la ocultación y disimulo de acta> 
ya sujetos. (V gr. : declaración de obra nueva, aportaciones no di­
nerarias a las sociedades, presunción de incorporación a la masa he­
reditaria de determinades bienes, y la transmisión de inmuebles de 
padres a hijos a cambio de pensión.) 

IV) Fiscales. - Conducentes a una ampliación de la órbita de 
aplicación del Im pues to. (V gr. : contrato de suministro, préstamo 
en documento privado, cesión de arrendamientos personales, contra­
to mixto, venta de hienes muebles a Corporaciones, prenda, reforma 
de las bases liquidables, reforma en los tipos sobre las herencias y 
caudal relicta y reformas cuantitativas para atemperar cantidades al 
valor actual de la moneda.) 

V) lnspectoras, que dan nuevo sentido a la organización de la 
gestión del Impuesto considerandolo como un deber total de la Ad­
ministración Pública, y no simplemente de las Oficinas Liquidada­
ras. (V gr. : reformando la coordinación, las responsabilidades de 
funcionaries, la composición del Jurada Central y la revisión.) 

VI) Políticas, con repercusiones de caracter político, ajenas al 
puramente fiscal. (V gr.: adguisiciones por Beneficencia e Instruc­
ción y aumento de recargo en las transmisiones de inmuebles por 
documento privado.) 

Actos sujetos 

El texto refundido parte, igual que el anterior, de la clasificación 
en t_res grandes grupos de toda la actuación jurídica, civil o mer­
canttl extstente, a saber: 

a) Actos sujetos, cuya enumeración detallada en el artículo 5. o 

del Reglamento constituye lo que es el ambito de aplicación del 
Impuesto. 

b) Actos exentos, que son aquelles que, reuniendo todas las 
características de los actos sujetos, deberían estarlo, mas la Ley los 
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ha expresamente excluído por circunstancias distintas de convenien­

cia política o social. 
e) Actos no sujetos, a los que ni la Ley ni el Reglamento en 

nada, o para nada, aluden o se refieren, y que por sus características 

o circunstancias no pueden ser asimilados a ninguna de los especí­

ficamente sujetos. 
Y, una vez señalada la relación de los «actos sujetosn, es nece­

sario que declare el Reglamento el momento determinante, a los 

ojos del Fisca, del nacimtento del acta sujeto. Y así, en el artículo 

44, se declara la necesidad de un hecho originaria del acta, de una 

convención, o de otro acta deducible de la intención de los contra­

tantes. Pera la reforma añade dos nuevos e importantes supuestos, 

cuya apacición ha sida provocada por la reiterada ocultación que st 

producta ante la Oficina Liquidadora del Impuesto, aunque ante 

otras oficinas públicas se declara ba la existencia del acta sujeto; en 

lo sucesivo, bastara que ante cualquier Organismo Pública se pre­

sente declaración en que se acredite la transmisión, para que el 

acto deba estar sujeto, e igualmente si el acta aparece por haberse 

acreditada la voluntad de las partes por media de una prueba do­

cumental. 
El Reglamento, en cuanto a la declaración primera, coordina 

distintos Organos de la Administración en una gestión concorde, 

sin que por ella amplíe su esfera de actuación englobando actos que 

el anterior Reglamento no comprendía; se persigue localizar y obli­

gar a tributación a actos sujetos, que se ocultaban, pera no se com­

prenden otros nuevos. 
En cambio, la segunda modificación introducida tiene gran im­

porcancta a nuestro entender, pues hasta ahora se precisaba, aparte 

de los actos mortis-causa, la existencia de un contrato o de un acto 

deducido de las clausulas de un contrato, por lo que, reiteradamen­

te, la jurisprudencia exigía la extstencia de una convención o con­

trato. Pero ahora, con una amplia declaración como la introducida, 

bastara que, con arreglo a las normas generales reguladoras 'de la 

prueba, pueda el Liquidador adquirir la certeza de una intención de 

las partes de crear un acta sujeto, para que se liquide como tal, 

aunque no aparezca la existencia de un contrato. Aunque con ella 

se pretende cortar el abuso de ocultación de documentaciones de 

actos sujetos, estimamos que el Impuesto no debería quedar expuesto 

a discusiones sobre situaciones de hecho como habra de serio, a n~ 
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dudarlo, en lo sucesivo, al quedar supeditada a la apreciación de una 
prueba documental sin una reglamentación específica de procedi­
miento y sin una remisión a la de Derecho cornuo. 

Nos referiremos a cada una de las modificaciones introducidas 
en orden a actos sujetos al tratar por separada cada uno de los 
conceptos. 

Actos exentos 

La modificación en este aspecto es fundamental, pues en el ré­
gimen anterior el art. 6.0 del Reglamento (3.0 de la Ley) contenía 
detalladamente una serie de actos exentos y, al final, en su aparta­
do 51, se declaraban igualmente exentos «los dernas actos y contra­
tos en cuyo favor se haya reconocido, o se reconozca, la exención 
por Leyes especialesn; mas en la redacción actual se suprime por 
completo esta declaración, supresión que produce dos distintas ela­
ses de problemas : 

a) La subsistencia, o no, de exenciones anteriores declaradas 
por Leyes especiales ; y 

b) Las exenciones a declarar en un futuro. 
Primero : De forma curiosa, el artículo 84 de la Ley de Presu­

puestos encargó al Ministro de Hacienda la revisión de las exen­
ciones o bonificaciones existentcs a virtud de Leyes especiales; pera, 
en cambio, orni tió consignar la facultad revisionista de las dic· 
tadas por la Ley y Reglamento anterior. Y como la autorización 
final para la redacción de un texto refundido, limita éste a incor­
porar estrictamente las modificaciones apuntadas por la Ley de Pre­
supuestos, ha habido necesidad de incorporar al nuevo Reglamento 
exenciones anteriores cuya necesidad de revisión es indudable, pero 
cuya reforma habra de aguardar una posterior legislación. 

Un lugar destacada ocupa en este aspecto la exención de los 
números 9 y 10 del artÍculo 6.0

: los contratos verbales y los de ven­
ta por .correspondenc~a de ar~Ículos propios del comercio. o industria 
respectlvas, porque m uno m otro concepto se encuentran expuestos 
con la suficiente claridad para que los Organos Superiores 9ue con­
feccionau jurisprudencia puedan abandonar el camino casmstico en 
que hoy se encuentran, decidiendo eh cada caso concreto si ha de 
considerarse, o no, sujeto al impuesto. 

Ello ha dado lugar, por ejemplo, a no pocas vacilaciones juris-
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prudenciales sobre si los contratos cuya cuantÍa exceda de 1.500 pese­

tas, y que según el Código Civil requiere su cumplimiento forma 

escrita, deben, o no, considerarse al margen de la exención indicada. 

A nuestro parecer, habría que partir de la base de que, en la vida 

mercantil moderna, todo contrato cuya discusión o cumplimiento 

haya de ser examinada mediante un juicio de mayor cuantÍa, lógi­

camente ha de entenderse extendido en documento, por lo que no 

puede ser considerada como verbal, aunque así se declare por las 

partes. En consecuencia, podría señalarse la exención a los verbales 

cuya cuantÍa no exceda del límite a partir del cua! el juicio es de 

mayor cuantía. Se impone, a no dudarlo, una modificación de am­

bos preceptos. 
En los contratos verbales, habría que determinar que no gozaran 

de tal naturaleza aquellos que en virtud de una disposición de De­

recho Administrativa deban tener forma escrita, aunque de hecho 

los contratantes no la hayan urilizado. 
(Y a en este terrena, el nuevo texto declara en su artículo 48 que 

los mandamientos de pago extendidos por el Estado, Corporaciones 

u Organismos autónomos, equivalen a la manifestación escrita acre­

ditativa de la existencia del contt·ato cuyo orecio se haga efectiva 

mediante mandamiento.) 
Y en cuanto a los contratos de venta por correspondencia, si 

bien es cierto que debe quedar exenta cuando es real, ya que en 

definitiva equivalc a la que se celebra verbalmente en el estableci­

miento y esca exenta, hay que hacer resaltar que el nuevo Regla­

mento, en su artículo 24, suprime un requisito que exigía anterior­

mente para la exención, como era el que «Se limitase al mero pe­

dido de géneros» y que servía como norma de interpretación para 

cada caso concreto ; si en el futura no se modificase la redacción ac­

tual, es la exención tan amplia que, con toda seguridad, las Oficinas 

Liquidadoras deben ya sentir la necesidad de que, detalhíndose nue­

vamente las condiciones de forma y plazo de entrega de géneros que. 

esta venta por correspondencia ha de reunir para declararse exenta, 

se cierre este portillo que ha quedada abierto, con la reforma intro­

ducida en el artÍculo 24, y que sin duda esca siendo utilizado para 

deformar auténticos contratos de compraventa de hienes muebles. 

S egundo: El artículo 84 de la Ley de Presupuestos de 26 de di­

ciembre de 1957 señaló que «el Ministro de Hacienda, por sí, o a 

instancia de parte interesada, revisara cuantas exenciones o bonifi.. 
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caciones de los lmpuestos de Derechos Reales, Caudal Relicta y so­
bre los Bienes de las Personas Jurídicas existen en la actualidad a 
virtud de Leyes especiales, a cuyo efecto los beneficiados por elias 
deber:ín instar su rehabilitación dentro del plazo de 30 días a par­
tir de la publicación de dicha Ley, ante el Ministro de Hacienda, 
quien, en el término de tres meses, determinara las que hayan de 
subsistir, fijando al propio tiempo su alcance y condiciones. 

Con posterioridad a esta declaración, ninguna otra exención o 
bonificación podra concederse si no a virtud de Ley, y la extensión 
y condiciones de las que se atorguen seran dcsarrolladas en cada 
caso por el Ministro de Hacienda. 

Toda exención o bonificación sera con interpretación y aplica­
ción restrictivas, y, cuando su definitiva efectividad dependa del cum­
plimiento de cualquier requisito, se hara constar el importe de la 
exención provisionalmente dispensada. Los Registradores de la Pro­
piedad o Mercantiles consignaran la afección de los hienes transmi­
tidos al pago del expresado importe para el caso de que, por ulterior 
inefectividad del beneficio, hubicra de efectuarse tal pago.JJ 

La redacción dada al artículo 84 de la Ley de Presupuestos, no 
puede considerarse feliz, y ha dado lugar a que puedan interponer­
se, al amparo de su ambigüedad, reclamaciones por haber sido eli­
minadas determinadas exenciones o bonificaciones en el T exto re­
fundido de la Ley y Reglamento publicados, como consecuencia del 
mandato que dicho art. 84 contiene dirigida al Ministro de Hacien­
da. La disposición transitaria 4.a del T exto refundido de la Ley, 
deja sin efecto cuantas exenciones y bonificaciones no figuren con­
tenidas en los artÍculos 3.0 y 4.0 de la Ley, sin perjuicio de los dere­
chos ya ~onsolidados in?ividualmente al amparo de las disposicio­
nes antenormente en vigor. 

El Ministro de Hacienda tenía obligación de revisar las exen­
cwnes o bonificaciones antes dc la publicación del T exto refundido, 
determinando las que !Jabian de subsistir. No se trataba de una 
autorización,sino de un «encargmJ, de forma tal, que el Organo Le­
gislativa delegaba en el Ministro la facultad de actuar como si del 
propio Organo Legislativa se tratase; y, al cumplimentar dicho 
mandato, el Ministro de Hacienda encerró en el artículo 6.0 del Re­
glamento todas las exenciones que existÍan anteriormente disemi­
nadas en una serie de leyes especiales, dictadas al calor de determi­
nadas circunstancias d~ orden política o social y, conjuncindolas 
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con las que ya existÍan en el Reglamento, quedaren relacionadas en 

dicho artículo con caracter exhaustiva, cerrada la lista aún mas por 

la declaración de la disposición transitaria 4.a, a la que nos hemos 

referido, en cuanto a las exenciones existentes hasta este memento; 

y, ademas, mediante la supresión en el nuevo Rglamento del último 

apartada del artículo 6.0 del anterior, en el que se declaraban exen­

tos los demas actos y contratos en cuyo favor se hubiese reconocido, 

o se reconociese, la exención por Leyes especiales. En conclusión: 

hoy no existen mas exenciones que las contenidas en el artículo 6.0
, 

y, para lo sucesivo, las exenciones se concederan siempre a virtud de 

Ley, señalandose que su extensión y condiciones seran desarrolla­

das en cada caso por el Ministro de Hacienda. Con ello se pretende 

evitar la complejísima situación producida hasta ahora al ser dicta­

das disposiciones en las que, sin intervención directa del Ministro 

de Hacienda, se concedían exenciones o bonificaciones. 

Sin embargo, se ha producido colisi,:Jn con intereses establecidos 

por la legislación anterior, alegandose que el T exto refundido de la 

Ley y Reglamento ha sido dictado por Decreto con rango, por lo 

tanto, inferior al de las Leyes que concedieron las exenciones o bo­

nificaciones especiales. De ahí que sectores determinades hayan pre­

tendido la subsistencia de su derecho a las exenciones o bonificacio­

nes ahora excluidas, tratando de apoyarse en los principies genera­

les del Derecho, y en el rango de prioridad de las normas legislati­

vas contenidos en las Leyes fundamentales del Estado. 

La redacción del artículo 84 de la Ley de Presupuestos ~ya lo 

hemos dicho-, no es, ciertamente, afortunada, porgue da pie a que 

algunos crean que hace refcrencia a una obligación de revisión de 

las exenciones o bonificaciones que pudieran considerarse mal inter­

pretadas o indebidamente aplicadas durante el régimen legal ante­

rior, para que, en un trabajo revisionista, pudieran interpretarse en 

un sentido restrictiva, eliminando las que, por vicio o negligencia, 

se venían tolerando indebidamente, pera no que el Ministro pudie-, 

ra eliminar claras exenciones otorgadas por Leyes especiales. Esta 

interpretación es puramente literal, e interesada por los sectores afec­

tados, pere no es la lógica y racional, sino que lo que contiene el 
artículo 84 de la Ley de Presupuestos tantas veces mencionada, es 

realmente una delegación del poder legislativa hecho por el Organo 

Superior, con facultades para ello, a un Ministro cuya única posibi­

lidad es la de actuar por Decq:to, faculclndole para dictar lo que 
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en teoría se pudiera llamar «un decreto legislativa», que, al nacer 
de una delegación expresa, tiene vida y rango de Ley para el fio 
concreto indicada en dicha delegación, y él puede, por lo tanto, 
alterar o suprimir lo señalado por Leyes especiales, facultad preci­
.samente remgida en el artÍculo 26 de la actual Ley ldel Régimen 
Jurídico de la Administración, al decir que «la Administración no 
podra dictar disposiciones contrarias a las Leyes ni regular, salvo 
autorizdciÓn expresa de una Ley, aquellas materias que sean de la 
exclusiva competencia de las Cortes». Y el artÍculo 10 de la misma 
Ley hace referencia a la delegación de las Cortes. 

Sin perjuicio de los derechos adquirides individualmente en vir­
tud de las exenciones o bonificaciones concedidas por el régimen 
anterior, para lo sucesivo habra de estarse exclusivamente a lo pre­
vista en los artÍculos del Reglamento y a las Leyes que sean des­
arrolladas por el Ministro de Hacienda. Ello significa un cambio 
importante, útil, practico y unificador en el Impuesto de Derechos 
Reales, lo que ha de facilitar enorme!Tlente la labor del Liquidador, 
de los profesionales del Derecho, y de la Jurisprudencia. 

Se ha producido la eliminación de algunas exenciones recono­
cidas por Leyes Especiales, de entre las cuales nos referiremos a 
algunas de las mas importantes : 

1.0 Las entregas de cantidades por contrato de seguros. 
2. 0 Los órganos autónomos dc las Corporaciones Locales. 
3.0 La bonificación de los edificios de zonas de ensanche. 

A) En el Reglamento de 1947 se contenía la misma declara­
ción que en el actual sobre la sujeción y tributación de las cantida­
des que perciban de las Compañías o Emidades aseguradoras los 
beneficianos designados en las pólizas de segures sobre la vida, que­
dando sujetos a liquidación por asimilación a herencia. Sin embar­
go, al promulgarse la Ley de seguros de 16 de diciembre de 1954, 
quedaran practicamente de lado los artículos del Reglamento que 
contenían dicha sujeción al establecer la exención de los seguros de 
vida; pero, al quedar ahora sin efecto las exenciones de Leyes es­
peciales y continuar el Reglamento manteniendo en los apartades 
9, 10 y 11 del artículo 31 idéntica redacción que el Reglamento an­
terior, ha quedada eliminada dicha exención mediante aquella facul­
tad revisora del Ministro de Hacienda a que hace referencia el 
citada artÍculo 84 de la Ley de Presupuestos. 
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Esta exención, que ha tenido una duración de algo mas de cua­
tro años, fue introducida por el Ministro de Hacienda para el fomen­
to de la contratación de seguros de vida, estimulando el ahorro vo­
luntario y la previsión que los seguros entrañan, pretendiendo favo­
recer las posibilidades de inversión que las compañías de seguros 
han de realizar en valores determinados y considerando que el sa­
crificio de la Hacienda Pública era de pequeña cuantÍa después de 
estudiar estadísticamente los ingresos debidos a dichas transmisio­
nes. Al suprimirse ahora, toda dicha ayuda desaparece y queda in­
corporada al caudal hereditario el importe de las cantidades a per­
cibir. 

Es indudable que si el Ministro podía suprimir aquella exen­
ción, es necesario también el respeto de los derechos adquiridos in­
dividualmente por todos los posibles beneficiarios de las pólizas 
contratadas durante la vigencia de la exención, cualquiera que sea 
la fecha del fallecimiento de aquel sobre cuya vida se contrató. Lo 
que es perfectamente discutible es si debe concederse un trato, o no, 
de favor a dichas cantidades, o asimilarlas a las de la herencia co­
rnente. 

Penetrando en el fondo de la esencia del contrato de seguros, 
hay que conduir que, en simple teoría, las cantidades que ha de per­
cibir el beneficiaria de una póliza no son las ahorradas, acumula­
das y dejadas al morir por el contratante, pues, tanto en el espíritu 
de éste, que al contratar intentó prever el riesgo de un fallecimiento 
prematura que dejase a la familia en situación económica distinta a 
la que tenía en vida del contratante, como en el animo de los posi­
bles beneficiarios, consiste en una indemnización por la desaparición 

de la persona que produjo el segura. El impuesto de Derechos Rea­
les sobre la herencia ha de gravar los bienes constitutivos de un pa­
trimonio que, acumulada durante la vida del causante, o transmi­
tido a éste y mantenido durante su vida, llegue a unas nuevas manos 
en un correr normal de generación; pero en la generalidad de los 
casos, las cantidades dejadas por el contratante de una póliza de segu: 
ro de vida no han de responder ni a una acumulación del ahorro, ni 
a un patrimonio que ef causante desvió de la circulación normal 
para dicho fin; sino que realmente se trata de una previsión para 
el caso de que se produzca un hecho que, incluso en su termino­
logía normal se denomina «siniestron y ha de producir graves con­
secuencias o perturbaciones en una determinada órbita. Por lo tan-
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to, es lógico gue no se asimilen sus normas fiscales ·a uno y otro 
concepte, sino que deba darse un trato de favor: 

A) por un concepto de equidad y justicia al conocer su verda­
dera naturaleza; y en segundo lugar, por ser indudablemente su 
fomento beneficiosa para la economía del país. 

Ahora bien; no puede tampoco el legislador perder de vista el 
trato distinta gue va a aplicar a los beneficiarios de una persona, gue, 
si bien previsora en cuanto a su futura, no tuvo durante su vida la 
necesaria firmeza para producir un ahorro ni la formación de un 
patrimonio, mientras que, en cambio, va a gravar, con todas sus 
consecuencias, a los herederos del gue así lo hizo, que quizas desde 
un punto de vista del interés nacional ha de prevalecer sobre aguel 
otro, pues con ella produjo un:1 riquez:1 interesante de fomentar. 

Indudablemente, esta última estimación es la que ha movido a 
la supresión de, la exención, pera si no hemos de ?}vidar l,a primera 
:1 gue nos refenamos, ella nos llev:1 a una conclus10n armontca para 
ambos supuestos: No debe :1similarse a la herencia, a efectos fisca­
les, la transmisión de las cantidades de una póliza de seguros de 
vida, ni deben declararse exentas. Por lo tanto, propugnamos por­
gue se introduzca un concepte especial con un tipa de contribución 
a estudiar, y que venga a consistir en una escala gue pudiera ser la 
mitad de la de las herencias, y atendiendo indudablemente al paren­
tesco entre aquel sobre cuya. vida se contrató y los beneficiaries de 
la póliza. 

No se puede perder dc vist:1 que mediante un tipa beneficiosa 
se abre un portillo a la posible defr:1udación, porgue cabe perfecta­
mente aquella modalidad del segura denominada «a prima única», 
por el cua! una persona, deseosa de defraudar el Impuesto sobre las 
herencias, podd contratar en una Entidad aseguradora un segura 
para caso de muerte entregando a la Compañía el total capital en 
una o pocas veces; pero es también posible salir al paso de esta 
posible defraudación mediante el estudio de una fórmula de doble 
aspecte: Un dlculo sobre el plazo que ha de transcurrir entre la 
contratación y el siniestro para gozar de aquelles beneficio s (con lo 
cual se evita la premeditada defraudación), y una presentación anti­
cipada a la Oficina Liquidadora de las póhzas contratadas gue de­
seen gozar de aquel trato de favor y anotación correspondiente en 
elias de aquella presentación. 
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B) En el apartada e) del artículo 6.g, se declara la exención de 
las Corporaciones Locales por las adquisiciones a tÍtulo oneroso en 
que recaiga directamente sobre las mismas la obligación del pago 
del lmpuesto, pero declarando que la exención no alcanza a sus Or­
ganismes autónomos. La primera declaración es simplemente la ra­
tificación de lo contenido en la Ley de Administración Local; mas 
la segunda tan sólo pudo motivaria un prurito puramente recauda­
torio con el fin de que la Hacienda Pública no pierda unos ingresos 
de importancia, pues, siendo totalmente propiedad de las Corpora­
ciones Locales, logicamente deberían gozar de la exención siempre 
y cuando se sujete su constitución, funcionamiento y régimen presu­
puestario, a condiciones perfectamente determinadas, de la misma 
forma que se declaran exentas las Entidades Estatales autónomas por 
considerarlas como una secuela del propio Estada. 

C) En el anterior Reglamento gozaban de una bonificación 
del 50 % las transmisiones a tÍtulo onerosa de edificios construidos 
en la zona de ensanche de poblaciones a las que fuese aplicable la 
Ley de 26 de julio de 1892; en el vigente Reglamento queda su­
primida la referida bonificación por entenderla sustituida por la Ley 
del Suelo. 

En primer Jugar, hay que tener en cuenta que el encargo del 
artÍculo núm. 84 de la Ley de Presupuestos al Ministro de Hacien­
da, quedó limitada a las exenciones o bonificaciones concedidas por 
Leyes especia/es, y se le encargó la redacción de un texto refundido 
en el que se hiciesen constar las modificaciones de dicha Ley de Pre­
supuestos; por lo tan to, el Organo Ministerial no podí a revisar las 
exenciones y bonificaciones que el propio texto anterior refundido 
contuviere. Y como la bonificación a que nos referimos de la zona 
de ensanche no quedaba únicamente concedida por la Ley de 1892, 
sino incorporada a la Ley y Reglamento del Impuesto de Derechos 
Reales en sus artículos 4.0 y 8.0

, respectivamente, cabría quiza pre­
guntarse si la autorización revisionista abarcaba también este su­
puesto especial de la doble fuente legislativa. ' 

Pero, ademas, no cabe duda que el propietario d~ un patrimonio 
en el que figurasen edificios con las características referidas había 
ya incorporada al mismo los derechos concedidos por la Ley, de tal 
forma que deben denominarse, empleando la terminología legal, 
como «derechos consolidades individualmente», a cuyo supuesto se 
refiere la disposición transitaria cuarta del texto refundido de la Ley. 
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No puede alegarse que la bonificación lo sería en favor del compra­
dor, y no del vendedor que ha adquirida y consolidada aquellos de­
rechos, puesto que la repercusión económica ha de recaer sobre el 
que vende en condiciones distintas de las que siempre hubo de con­
siderar obraban para él, por haber creído que las disposiciones lega­
les se lo concedían. 

El respeto a los derecbos adquiridos ha de ser una de las normas 
fundamentales de toda ordenJmiento jurídica, sin que el cambio de 
circunstancias o coyunturas induzcan al legislador a considerar supe­
radas las circunstancias de las Leyes anteriores, pues para el contri­
buyente el Organo legislativa ba de ser uno sólo, y debe haber una 
;:ontinuidad y seguridJd jurídicas, pues, de otra forma, el efecto que 
un legislador puede prever va a causar un3 determinada disposición 
fomentando un determinada rumba de la economía, puede malograr­
se por una experiencia anterior que ba ocasionada un clima de de­
cepción. 

Concretamente, se han producido reclamaciones por haber decla­
rada sujetos al impuesto, al amparo de esta desaparición de la boni­
ficación, los actos de transmisión de las ventas por pisos de èdificio) 
que gozaban de las venta jas de la Ley de 1892; y, ademas, el con­
siderar, como se ha hecho, que la venta de los pisos no es la venta 
del edificio a que se refería la Ley de 1892, no tiene fundamento, 
fuerza ni consistencia para arrebatar con ella unos beneficios adquirí­
dos, pues, indudablemente, una de las formas de venta de un edificio 
es transmitirlo por partes que constituyen un toda en su conjunto. 

El artículo 6.~, que para lo sucesivo contiene todas las exenciones, 
dasifica éstas en tres grandes grupos, a diferencia del anterior Regla· 
mento en que venÍJn expuestas sin orden alguna, es decir: 

a) Los actos exentos por su propia naturaleza. 
b) Los exentos por la persona obligada al pago. 
e) Las exenciones por condiciones de determinadas personas 

obligadas al pago. 

A) Señalaremos entre elias las de mayor trascendencia científic:s: 
l.o Se añaden en el apartada 6. 0 las actas complementarias de 

un documento pública necesarias para la inscripción registra! de 
éste e inmatriculación de las fincas en el mismo comprendidas, con­
forme al artículo 199 de la Ley Hipotecaria, por haberse dictada 
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t;sta Ley con posterioridad al anterior Reglamento y haberse creado 

dicha figura de procedimiento registral. 

2. 0 Se añade la exención de la división de censos en Cataluña, 

normal declaración ante las obligaciones dimanadas de la Ley de 31 

de diciembre de 1945. 

3.0 Se añade la exención de la subrogación operada conforme al 

parrafo 2.0 de la Regla S.a del artículo 131 de la Ley Hipotecaria, 

cuando, notifidndose a los acreedores del fropietario del inmueble, 

satisfagan antes del remate el importe de crédito, quedando sub­

rogades en los derechos del actor. Ya la Ley Hipotecaria de 8 de 

febrero de 1946 declaraba la exención por este concepto. 

4.0 Al quedar sujeto, como veremos luego, el préstamo garan­

tizado en prenda, queda asimilada su extinción a la del préstamo 

hipotecaria, por lo cua! sólo gozan de exención los préstamos per­

sonales. 

5.0 Siguiendo la calificación que señala el Código Civil en or­

den al caracter accesorio del contrato de fianza, el nuevo Regla­

mento sujeta, o no, la fianza personal, si estaba sujeto, o no, el 

contrato que garantiza; sin embargo, señala una limitación no con­

tenida en el Reglamento anterior, y es la de que el contrato princi­

pal sea de naturaleza mercantil. La exención anterior era, por lo 

t:mto, mucho mas amplia, pues abarcaba todas aquellas sobre con­

tratos de naturaleza civil. La limitación actual no aparece justificada 

ni teórica ni practicamente, puesto que, siguiendo, como decíamos, 

la misma conceptuación sobre lo accesorio de este contrato que se­

ñala el Código Civil, lógicamente ha de seguir su propio trata­

miento fiscal, y si el contrato principal esta exento, o no sujeto, la 

fianza ha de tener el mismo fin, pues no puede darsele una indivi­

dualidad de la que carece. Indudablemente se ha querido con ello 

dar un trato de favor a la contratación mercantil, quids por con­

siderada tan numerosa que su presentación en la Oficina Liquida­

dora supondría una perturbación en el trafico comercial, incompati­

ble con la rapidez necesaria para el ajuste de operaciones mercantiles 

de todo género de caractensticas ( compraventa, transportes, segu­

res, etc.). 

6.0 Dictada la Ley de Sociedades con posterioridad al Regla­

mento anterior, se eximen los depósitos necesarios, sin interés, 

que se constituyan al amparo del artículo 167 de aquella Ley, para 
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las cuotas no reclamadas del haber social en caso de liquidac:6n 
de una Sociedad Anónima. 

7.0 La constirución y devolución de las reservas matematicas 
de las Compañías de Seguros en compensación de la Ley de 17 cie 
diciembre de 1954. 

8.° Contiene el apartada 59 toda una reglamentación sobre 
la exención de los actos y contratos referentes a viviendas de renta 
limitada, y que comprende todos los referentes a la vida de dichos 
edificios, desde los actos posibles intervivos referentes a los terrenos 
para la construcción de aquellas viviendas, a los de contratación de 
las mismas con las ayudas financieras necesarias y lo de primera 
transmisión de dominio de los cdificios o scparadamente de las 
viviendas (indicación esta última que ratifica lo expuesto anterior­
mente en orden a la venta dc edificios de las zonas de ensanche), 
sujetando esta exención a una limitación de seis años siguientes a 
la calificación definitiva de los edificios. 

El prccepto incurre en el error de declarar la exención a ~as 
viviendas «cuyos proyectos hayan sido aprobados por el Ministerio 
de la Vivienda», lo que parece mdicar a los Liquidadores la obliga­
ción de no conceder tal exención si no van acompañadas de la apro­
bación del proyecto, pero muchos de los actos y contratos que luego 
detalladamente expone son prccisamente previos para la elabora­
ción de cualquier proyecto, como lo son todos los referentes a la 
adquisición de los terrenos; por lo tanto, debe conjugarse en la 
practica el deseo de declarar la excnción con el procedimiento a 
seguir, por lo que lo lógico es que el Liquidador conceda la exenc;Ón 
provisionalmente ante la dcclaración de que tales actos y contratos 
han de servir para aquel fio, sin perjuicio de tomar nota y abrir ficha 
correspondiente para exigir la presentación de la aprobación del pro­
yecto en un plazo determinada, y, en otro caso, poder girar la li­
quidación procedente y cortar de esta forma un posible camino a la 
defraudacion. 

Contiene también dicho apartada 59 una limitación en las <<Vi­
viendas de renta limitada;,> que se destinen a la venta, exigiendo que, 
para gozar de la exención, el pago del precio quede aplazado por 
cinco años como mínimo, satisfaciéndose en anualidades, de las cuales 
las cinco primeras son de igual cuantía y a un interés limitado. El 
módulo que se sigue no obedece a calculo obtenido ni científica ni 
practicamente, sino a simple med1da precautoria para que se fomente 
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la venta .en favor de gente realmente nec.esitada y cortar quizas la 
especulación; pero, como toda regla puramente empírica, produce 
consecuencias injustas al ser aplicada como rasero a todos y cada uno 
de los casos comprendidos en una norma uniforme, cuando en mu­
chos casos la venta de una vivienda al contada lo es por precio que 
igualmente de be gozar de toda el ase de consideraciones fiscales ; y, 
en cambio, la venta total del edificio sigue exenta, aunque no obe­
dece a un interés social y sí a posible especulación. Y se da el caso 
injusta de que una venta de una de las viviendas en condiciones dis­
tintas de las que señalan (ci nco años e interés limitada), habría de 
provocar la pérdida de todas las exenciones concedidas. 

9.0 En el apartado 60 se contienen todas las exenciones refe­
rentes a actos y contratos referentes a los proyectos de ordenación 
urbana. Ello lo es como consecuencia de toda la actuación legis­
lativa habida a partir de 1956 par:1 el fomento de la construcción 
y ordenación gubernamental de las zonas interesantes para dicho 
fomento. 

Las exenciones abarcan desde las parcelaciones obligatorias, las 
enajenaciones para fines corporativos, espirituales o públicos, las ena­
jenaciones para viviendas acogidas a Leyes protectoras y las ventas 
~ue no pueden consider:1rse puramente objeto de una contratación 
hbre y voluntaria, sino provocada por esta ordenación administrativa 
decidida gubernamentalmente. Sin embargo, quedan las exenciones 
concedidas por la Ley del Suelo limitadas en su aplicación, lo que 
ha de provocar colisión forzosa. La enumeración casuÍstica de cada 
uno de los casos habría de comprender precisamente el examen de 
toda la legislación reciente sobre el suelo y construcciones favoreci­
das, que trasciende de los ambitos de este simple estudio fiscal. 

Contiene también dicho apartada una exención ajena a toda 
esta legislación especial, y es la primera transmisión de edificios de 
nueva urbanización o de reforma interior, bien durante el período de 
su construcción, bien durante los tres primeros años desde la termi­
nación del edificio. Ello significa una continuación en lo que ha sido 
siempre norma en este lmpuesto de estímulo en las zonas de en­
sanche o mejora de las poblaciones, fomentando su construcción 
mediante la exención de la primera transmisión. Ahora bien; en 
los anteriores textos se exigía que los edificios se encontrasen total­
mente construidos, para evitar cualquier clase de subterfugio en 
orden precisamente a eludir lo que se quería fomentar: la edifica-
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cton de zonas inhabitadas, pero como las circunstancias cambian y 
se ha coml?robado que el que adquiere, si desea compensarse con 
la adquisictón, normalmente edifica, basta con señalarl~ un plazo 
para la exención para que dentro de él pueda realizar la venta exenta. 
Pero deberían señalarse de todas formas reglas limitativas, porgue, 
en otro caso, puede no conocerse por la Oficina Liquidadora la fe­
cha de terminación de un edificio y quedarse siempre abierto el 
plazo para la exención alegando no haberse terminada a falta de 
algún detalle de caracter accesorio. 

B) Anteriormente el Reglamento no distinguía en la exención 
los actos y contratos en los que recayese sobre el Estada la obli­
gación de satisfacer el impuesto; el nuevo texto aclara que dicho 
beneficio no alcanz:mí a las Entidades u Organismos que disfruten 
de personalidad jurídica propia e independiente de la de aquél. 
En consecuencia, salvo los Organismes autónomos a que se refieren 
los artículos 1." y 2. 0 de la Ley de 26 dediciembre de 1958 sobre el 
régimen jurídica de las Entidades Estatales autónomas, todas las 
Entidades u Organismos independientes del Estada quedaran su­
jetos al Impuesto, salvo que el Reglamento se refiera a ellos, y, pre­
cisamente, en la relación del artículo 6." 

La justícia de esta declaración es muy relativa, puesto que, si 
han dc.' nutrirse exclusivamente de fondos propios del Estada, por 
mucha individuaiidad gue tenga, el ingreso en arcas del T esoro de 
can~idades proced~ntes de. aguéllas es inútil, si las mismas han de 
servir para su propto sostenumento. 

El resto de las exencioncs que contiene el artículo 6." significa 
el reAejo en el texto refundido de una serie de desperdigadas exen­
ciones guc existían ya realmente en un complejo de Leyes espe­
ciales que hoy quedan de esta forma amparadas y reconocidas fis­
calmente, o dejadas sin cfecto en cuanto a lo que en elias pudiera 
haber sido matizado de forma distinta. 

Actos honificados 

1." En el anterior artÍculo 8.0 se otorgaba la bonificación del 
90 por 100 a los actos y contratos de las viviendas denominadas de 
«clase media». Sin embargo, en la nueva redacción desaparecen l:ts 
bonificaciones referidas, • si bien la disposición transitaria 6.a de la 
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Ley de Presupuestos, respetuosa con los derechos adquirides, con­
tinúa reservando la bonificación a la primera enajenación a tÍtulo 
onerosa de edificios totalmente construidos, siempre que la enaje­
nac!On se efectúe antes de transcurrir seis años contados a partir 
de la publicación de dicha Ley. Esta dedaración, sin embargo, pro­
voca el problema de las viviendas «protegidasn, puesto que no dis­
tingue la disposición transitaria 6.a entre elias y las bonificables a 
efectos de la limitación de los seis años, si bien hay que entender 
prevalece la norma del artículo 7.0 del Reglamento que no señala 
plazo alguno para la bonincación; ¡ el hecho de que se señale un 
plazo de seis años desde la publicacion de la Ley para la bonincación, 
no puede menos de ser considerada arbitraria, puesto que, excedien­
do de una simple situación de transito, como son todos aquellos que 
deben ser objeto de disposiciones transitorias, indica una supresión 
de unos derechos establecidos anteriormente y se señala por sim­
ple Decreto la modincación de una Ley, la de 1944, ya que en la 
de Presupuestos las Cortes no delegaban para hacerlo. A no dudarlo, 
se producidn una serie de redamaciones transcurridos dichos seis 
años que daran Jugar a decisiones difíciles y trascendentes. 

Gozan de bonincación del 50 % las adquisiciones por los inqui­
lines conforme al Decreto de 22 de julio de 1958, que concede a 
éstos derechos a préstamos para la adquisición de su propia vivienda 
durante el plazo allí señalado y por los módulos que contiene. En 
dicha disposición se otorgaba ya la bonificación referida para las ad­
quisiciones como consecuencia del ejercicio de los derechos de la 
referida Ley y del ejercicio de los dtrechos de tanteo y retracto; 
pero ahora, al llevarse a la practica la referida unincación, ha de 
surgir inevitablemente el problema de su aplicación, puesto que, 
interpredndose las exenciones restrictivamente, lo han de ser tam­
bién las bonificaciones y, en consecuencia, pudiera la Administración 
admitir la bonificación únicamente en los casos en los que se pro­
duzca colisión entre propietario e inquilina con requerimiento _fe· 
haciente de denegación de prórroga, opción consiguiente y tramites 
de procedimiento que señala el referido Decreto, negandolo en 
todos los demas casos en los que un inquilina, previo acuerdo con 
el propietario, decida adquirir en propiedad la vivienda que ocupa 
y no necesitar el préstamo del Instituta de Crédito para la Recons­
trucción Nacional, cuando, en realidad, ambos casos han de ser 
idénticos y exactamente protegides por ,su trascendencia social ; 
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procede indudablemente una extensión del favor para todos los in­
quilines que, previa justificación de su situación anterior, adquieran 
los pisos que ocupaban por división del inmueble total. 

Hay que tener en cuenta, ademas, que en el artÍculo 58 del 
nuevo Reglamento se declara que, en caso de retracto, si el anterior 
adguiriente había satisfecho el impuesto por su adquisición, se im­
putaría Sllt pago; ello ha de provocar indudablemente conflictos en­
tre ambas partes, pera en el caso concreto del inquilina que expo· 
nemos, ademas, de esta forma, pierde éste su bonificación del 50 
por 100, puesto que al anterior adquiriente no le había sida aplicada. 
Es mas lógico que el nuevo adquirieme satisfaga el importe que le 
corresponde con la bonificación y se proceda a la dc;volución al an­
terior de las cantidades por él satisfechas. 

Las restantes bonificaciones señaladas en el artículo 7.Q son con· 
secuencia de la refundición de las distintas disposiciones que la con­
cedían a diversos sectores de la Economía N actonal. 

Es lógica la última y nueva declaración de dicho artículo: «A 
cada concepto liquidable sólo podd aplicarse una bonificación y 
si concurriesen varias se aplicara la ~ue implique un mayor beneficio 
fiscaln, por~ue no era lógtco, ni podta consentirse, que se pretendiese 
una exencion completa en algun caso determinada por gozar de 
una concurrencia de causas de bonificación; pero era menester una 
concreta limitación que saliera al paso de la pretensión posible. 

CompraYentas 

Comenzando ya por la exposición de las reformas habidas en 
orden a actos y contratos sujetos al Impuesto, nos referiremos a las 
modificaciones en las transmisiones onerosas de hienes inmuebles, 
para seguir después el mismo orden del Reglamento del Impuesto. 

l.o Las mismas razones que obligaran al legislador a hacer 
tributar, en su caso, por los ttpos de la escala de herencias a las 
transmisiones otorgadas por los padres a favor de los hijos, han mo­
vido a aclarar en el texto actual que no sólo s.e refiere el Reglamento 
a los hijos legítim os, si no también a los naturales y adoptivos; a un­
que la Ley de. Presupuestos no contenía, en este aspecte, referencia 
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alguna, hemos de considerar al Ministro de Hacienda con facul­

tades para ello, puesto que no hace sino aplicar el término «hijos» a 

todos los casos en que el Código Civil lo hace, sin variación de con­

ceptes, pero para evitar posibles discusiones en lo sucesivo. 

2.0 Se ha generalizado la tendencia defraudatoria del Impuesto 

en las herencias mediante que los padres adquieran, con patrimonio 

propio, hienes a nombre de los hijos. 

Si éstos son mayores, y poseen medios propios de obtención 

de riguezas, la Ley no tiene posibilidades de conocer si se trata 

realmente de una adquisición propia o del padre, pero, si los hijos 

son menares de edad, la Ley presume que éstos, al no tener volun­

tad propia, han servida únicamente como sujetos pasivos de la anti­

cipada transmisión hereditaria del padre. y considera automatica la 

existencia de una transmisión lucrativa entre ambos. Pero, como toda 

presunción «juris tantutn)>, admite prueba en contrario, y si se com­

prueba, por cualguiera de los medios en Derecho, la existencia de 

unos hienes de los menares, bastantes a servir de contrapartida en la 

adquisición, no sera liquidable b. transmisión lucrativa. 

En el Reglamento se incurre en una omisión, pues no discrimina 

si los hienes que adquieren los padres son o no inmuebles, por lo 

que dad lugar en el futuro a que se pueda pretender liquidar igual 

transmisión lucrativa en el caso de adquisición de hienes muebles 

(vgr.: valores industriales). Sin embargo, y aunque hubiera sido ió.: 
gic~ la asimilación -pues tanta impor~ancia pueden t7?er hoy día 

los mmtiebles como los valores mobdnnos-, la mlocacton de la de­

claración en el parrafo 3! del artículo 9! dedicada únicamente a los 

inmuebles, la falta de toda referencia en el 24 (dedicada a muebles) 

y de una declaración genérica en los preceptos comunes, obliga a de­

ducir que no cabe ninguna pretensión liquidadora en las adquisiciones 

mobiliarias del tipo indicada, y deben prevalecer las reclamaciones 

formuladas contra los actos administratives consiguientes. 

3.0 En el natural movimiento de defensa que todo órgano fis­

cal ha de experimentar ante un habito defraudatorio, el nuevo texto 

prevé un supuesto que repetidamente se había producido durante 

la vigencia del anterior; se configuraba únicamente como transmi­

sión de un solar lo que en realidad consistía en una cesión de un edi­

ficio completo, sin haber mediado la previa declaración registra! de la 

obra nueva; y de esta forma, transmitiendo únicamente el suelo, se 
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tributaba por una ínfima cantidad, y así sucesivamente en las trans­
misiones subsiguientes. 

Es preciso que el contribuyente conozca perfectamente la razón 
de equidad que ha de presidir toda modificación del texto fiscal; no 
interesa recaudar, sino legislar conforme a unos principios que en­
globen tanto a los contribuyentes de buena fe como a los que intentan 
una desviación de la carga tributaria general al cometer una defrau­
dación. De ahí que cuantas modificaciones la Ley introduzca desti­
nadas a cerrar corrientes defraudatorias han de ser bien recibidas por 
todo contemplador que ame el orden jurídica establecido, garantía 
de un Estada de Derecho. 

Y, conocedor el legislador del sistema seguida para la inferior 
tributación, presume la venta conjunta del suelo con el vuelo, a no 
ser que el transmitente se reserve éste expresamente en el documento. 
Ahora bien, es posible también que, previa a la adquisición, pudiera 
existir una convención entre los futuros transmitente y adquirente, en 
virtud de la cua! éste gozaba ya de la posesión del suelo y edificó 
a sus expens as; el Reglamento, si prueba que la licencia de obras fue 
por él solicitada, cede ante la prueba y renuncia a la liquidación del 
vuelo, pero debería, en tal caso, exigir la presentación de la conven­
ción preliminar, pues de ésta posiblemente habrían de desprenderse 
transmisiones de derechos que el liquidador ha de conocer; y con­
sideramos que en la practica así deberan hacerlo. 

4. 0 La promesa de venta y el derecho de opción a compra o 
arriendo tributaban sobre el precio convenido, con lo cual se permitía 
fingir un trato lucrativa desde el momento en que el precio, al entre­
garse en el acta, no era preciso manifestaria en el documento. Ante 
ello, el nuevo texto presume la condición onerosa del convenia, y 
arbitra una norma de estimación del supuesto precio, el 5 % del valor 
de los bienes objeto de la promesa u opción. Esta estimación puede 
considerarse correcta en cuanto a la promesa u opción de compra o 
su transmisión, dada la experiencia de la contratación inmobiliaria; 
pero el Reglamento engloba en la misma la opción al arriendo de 
inmuebles, y, en este caso, la presunción es desproporcionada, pues 
no se transmitiran los bienes inmuebles en su propiedad, sino úni­
camente en su uso, por lo que la base en modo alguno ouede ser la 
misma. Se impone una futura discriminación entre ambos conceptos. 

La declaración posterior y nueva del Reglamento de que tributara 



-30--

la compraventa de dichos hienes si se realiza, ha de considerarse de 
todo punto superflua y que nada añade con su indusión. 

5.0 Uno de los retrasos que sufre nuestra nación y que impide 
una correcta situación registra! inmobiliaria es la contratación cons­
tante, contradictoria y confusísima que se verifica al margen del Re­
gistro de la Propiedad, como consecuencia de la documentación pri­
vada, fuente de constantes dudas, defectos y controversias judiciales. 
La acción fiscal debe ayudar a que las corrientes del trafico deriven 
hacia los puntos cardinales escogidos por su importancia en otros 
aspectos de la vida del país; y así, en el nuevo texto, se aumenta a 
un 10 % el anterior 5 % de recargo sobre las transmisiones de in· 
muebles en documento privada. Es de necesidad general el ir obli· 
gando a la contratación pública para su constancia en el Registro de 
la Propiedad. 

Adjudicaciones 

El Reglamento, con su genealogía perfectamente jurídica, con­
tenía ya una distinción entre las diferentes adjudicaciones de hienes 
con ocasión de pago de las deudas que con anterioridad tenía con­
traidas el transmitente de los hienes. Y distinguía entre las «adju­
dicaciones en pago de deudas>>, como aquellas transmisiones de hienes 
que se verificaban para matar y extinguir la obligación anterior en­
tregando hienes al acreedor que los aceptaba en lugar del medlico 
al que tenía derecho, de las «adjudicaciones para pago de deudas», 
delegación, mandato, encargo o poder a un tercera, distinta de deudor 
y acreedor para que, realizando los hienes y convirtiéndolos en di­
nero, procediese al pago y extinción de la deuda. Y el trato fiscal 
era distinta, pues en el primer caso se trataba de una auténtica trans­
misión, y en el segundo de una delegación sin traspaso de propiedad. 

Pero el Reglamento, en esta última clase d.e adjudicaciones, englo­
baba otras, de naturaleza completamente diferente, cual son los casos 
en los que un tercera, también distinta de acreedor y deudor, adquiere 
en propiedad unos hienes del deudor y, a cambio de esa cesión, asume 
el pago de unas deudas del transmitente, que se !ibera si el acreedor 
lo consiente; en estos supuestos existen realmente unas transmisiones 
y han de tener el trato fiscal común a este concepto. 

Y el nuevo texto da este paso adelante en su artÍculo 47, ap. 3.0
, 
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definiendo la <<adjudicación en pago de asunción de deudas» como 
aquella que se produce cuando se transmiten al propio tiempo hienes 
y deudas sin hacer expresa adjudicación de aquéllos por vía de en­
carga o comisión para satisfacer éstas, y la Tarifa ya d1stingue en sus 
números 1, 2 y 3, los tres casos de distintas adjudicaciones; y se apli­
can correctamente al tratar del sacio gue en la disolución de la So­
ciedad se adjudique el activo con obhgación de satisfacer el pasivo 
(artÍculo 9, n.0 11); cuando al constituirse se aportaran hienes afectos 
al cumplimiento de una obligación (artículo 17, n.0 3); y cuando en 
las transmisiones <<mortis-causan procede deducción de deudas con 
distinción de si se hace o no adjudicación expresa de hienes para sa­
tisfacerlas. Significa esta reforma una aportación indudable para la 
interpretación jurídica no sólo fiscal sina en el campo del Derecho 
Privada. Pero queda pendiente todavía el supuesto de asunción de 
deuda por un tercera sin traspaso de hienes, que queda sin encaje en 
el Reglamento. 

Retracto 

En las compraventas con clausula de retrocesión, el Reglamento 
no preveía el caso de prórroga del plazo durante el cua! el retracto 
pudiera ejercitarse, por lo que podía exigirse liquidación como cons­
titución de un derecho de opción; el nuevo Reglamento le atorga su 
verdadera naturaleza y crea un tipo de tributación (el 3 %) similar al 
de las retroventas cuando se realicen dentro del plazo. 

En caso de retracto legal, el nuevo Reglamento intenta facilitar 
el camino al retrayente, absolviéndolc (en su artículo 58, 8.0

) de 
la necesidad de entablar demanda judicial para la procedencia o no 
del retracto, y atribuye la calificación a la Oficina liquidadora. Pero 
ello, si bien economiza tiempo y conflictos al retrayente con los res­
tantes interesados en la transmis.ión, obligara a los T ribunales Eco­
nómico-Administrativos a pronunciarse sobre el fondo puramente 
civil de la procedencia del retracto, ante la posible decisión negativa 
de la Oficina liquidadora y consiguiente redamación del contrihu­
yente, con lo que se amplía, indudablemente, la esfera de conocimien­
tos de aquellos órganos sin posibilidad quizas de una conciencia com­
pleta, por no oír a la parte privada contraria, de los extremos, facetas 
y matices del supuesto a contemplar. 
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Hipotecas 

l.o Al crearse, con posterioridad al Reglamento de 1947, la hi­
poteca mobiliaria, era lógico que el nuevo texto la sujetase como la 
hipoteca sobre hienes inmuebles; y así lo declara en el artÍculo 5.0

, 

apartado XV, y crea un tipo especial (l'lO %) de tributación, en 
lugar del 1 '20 % del derecho inmobiliario. 

2. 0 Recoge el texto la exención de las cancelaciones de hipotecas 
por cancelación de inscripciones registrales por las Disposiciones Tran­
sitorias de la Ley Hipotecaria cuando, por el transcurso del tiempo, 
deben entenderse caducadas, cuya cancelación procede por el solo he­
cho de pedirse la certificación de cargas, conforme al artÍculo 355 del 
Reglamento Hipotecaria. 

3. 0 Al prodiparse la división y venta por pisos, se produjo un 
momento de contusión en cuanto al posible o no devengo del Im­
puesto por la división, con referencia a cada nueva finca constituïda 
por cada piso, de la hipoteca única que gravaba el edificio; y se falló 
repetidamente que tal supuesto era uno de los contemplados por el 
Reglamento en el apartada 5.0 del artículo 13. El nuevo texto eli­
mina ya dudas y contiene expresa declaración de sujeción, norma 
totalmente consecuente con los principios jurídicos que informan el 
Reglamento, pues se trata de una división de hipoteca entre varias 
fincas en que se divide la hipotecada. 

Pensiones 

En el artÍculo 95 de la Ley de Presupuestos quedaba cristalizada 
ya una modificación que el nuevo texto incluye en sus arts. 15 (n.2 1) 
y 31 (n.~ 24) al decir que <<Las pensiones que los hijos constitu­
yan a favor de los padres a cambio de cesión de hienes inmuebles de 
éstos, se liquidaran como pensiones, pcro aplicando el tipo correspon~ 
diente a las herencias en las liquidaciones a cargo del adquirente si el 
tipo es superior al de las cesionesn. Ello no es sino una aplicación del 
principio ya señalado en la cesión de inmuebles de padres a hijos que 
el Reglamento presume encubre una donación, y debe salir al paso de 
una posible maniobra cual es que, en vez de señalar un precio en 
compraventa, se conviniese una pensión, en cuyo caso, y no prevtén­
dolo el Reglamento, quedaba inoperante la regla de las compraventas. 
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Pero, en cambio, ha incurrido el Reglamento en el error de ser mas 
rigorista en este caso, pues gira dos liquidaciones, correcta en las 
pensiones normales, pero improcedente si parte de una presunción 
de donación, pues debe ser consecuentc y no girar liquidación por 
la adguisición de pensión. Debe, a nuestro parecer, un futuro texto 
contener esta salvedad. 

Arrendamientos 

l.o En general, el nuevo Reglamento puntualiza, con caracter 
aplicable a todos los casos, los supuestos de toda la vida de los arren­
damientos, declarandolos sujctos y evitando posibles dudas y contro­
versias. Y así señala la constitución, prórrogas, subarriendos, subro­
gaciones, cesiones y retrocesiones de todos los arrendamientos y apar-

' cena s. 
2.Q Eximía el anterior Reglamento, y el nuevo continúa ha­

ciéndolo, el arrendamiento de fincas urbanas en documento privado, 
pero ofrecía discusión si alcanzaba o no tal exención a los arrenda­
mientos de viviendas y mobiliario, al interpretarse restrictivamente 
las exenciones y comprender el arrendamiento de bienes (los mue­
bles), distin tos del de una finca urbana. Sin embargo, ha preva­
lecido el buen sentida al considerar los muebles como un accesorio 
de la vivienda, y se expresa que quedan exentos si constan en docu­
mento privada. 

3.0 Señala el nucvo Reglamento la base de liquidación en los 
subarriendos, que no es sino la regla general establecida para los 
arrendamientos. 

Anotaciones de embargo 

Anteriormente se producían dificultades en la liquidación de las 
anotaciones de oficio en las causas criminales, pues faltaba la desig­
nación de la persona obligada al pago, que no podía serio ni el incul­
pada, por ser sujeto pasivo, ni el guerellante o parte civil por no prac­
ticarse a su instancta. El nuevo Reglamento soluciona el problema 
ordenando la suspensión de la liquidación hasta la definitiva termi­
nación de la causa, no practidndose sino cuando haya condena 
de costas. En el orden de prelación de pago de los conceptes que 
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abarquen las costas, habra de incluirse como preferente el importe 
del lmpuesto y suspender el pago de las costas hasta la liquidación 
correspondiente. 

Pero el Reglamento dispone lo mismo para d caso de que las 
anotaciones se decreten por las Magistraturas de T rabajo para garan­
tizar los derechos de los obreros hasta que éstos perciban las cantida­
des reclamadas; es decir, que para la liquidación ha de preceder la 
percepción por los obreros de las cantidades que reclamen, y sólo 
después se practicara la liquidación. Mas, olvida el Reglamento: 
¿Quién sera luego la persona obligada al pago del lmpuesto?' ¿cada 
uno de los obreros que percibieron s u parte?, ¿son solidari os entre 
sí?, ¿y la insolvencia, desaparición o muerte de alguna de ellos? El 
precepto, cuando menos, es difícilmente aplicable. 

Contratos de obras 

Varias modificaciones introduce el nuevo texto, de las cuales: 
1.0 Para que no se liouidase como compra-venta y sí como con­

trato mixto, bastaba que la obra contratada quedase incorporada en 
una cosa que no fuese propiedad del contratista. Y ello dió lugar a 
numerosas reclamaciones al no quedar bien definida uno y otro grupo, 
sujeto a distinta tipo, pues la mayor parte de las obras ejecutadas 
quedaban posteriormente incorporadas, vgr. a un inmueble no pto­
piedad del contratista. Era preciso matizar mejor, y así añade el nuevo 
texto para tributar por el tipo inferior, que la obra quede incorpo­
rada a medida que se ejecute, con lo que queda diferenciada el stm­
ple constructor de productes que se venden y son aplicados posterior­
mente, como todo objeto de compraventa, y el obrera que coopera en 
la realización de una obra total, como un contratista mas. 

2.0 Ya en la Ley de Presupuestos se ordenó la inclusión en el 
nuevo texto, como de dos conceptes distintes de la adquisición de 
objetos muebles prefabricades y su subsiguiente instalación en un ' 
inmueble. Ello es consecuencia de lo acabada de exponer, debiéndose 
liquidar una compra-venta y un contrato de obras por la instalación. 
Es preciso que el Reglamento sea congruente, por lo que hay que 
salvar el caso de los contratos de venta por correspondencia y los ver­
bales en establecimientos públicos, pues debe actuar en cuanto al 
primer concepte la exención para ellos declarada en el núm. 10 del 
artículo 6.0 y que posteriormente el transmitente tribute sólo por 
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el contrato de obras si le ha sido encargada la instalación en un m­

mueble. 
3.0 Por primera vez se lleva al Reglamento el concepto de «obra 

nueva», que nació en la órbita del Derecho Hipotecaria con el fin 

de hacer constar en el Registro un cambio en las circunstancias ma· 

teriales expresadas en la descripción hajo la cual figura inmatriculada 

una finca. Dentro de este concepto van incluidos, no sólo la cons­

trucción de edificios y buques, sino las obras de irrigación, desagüe, 

saneamientos, nuevas plantaciones, etc. 

Y para hacer constar registralmente la obra, se precisa una escri­

tura pública, en la que se contenga la manifestación del propietario 

de haberla mandado construir o hacer. 

La «declaración de obra nueva» no representa un concepto liqui­

dable por lmpuesto de Derechos Reales, pues ni existe induïda entre 

los actos sujetos, ni es un Derecho Real, ni significa una transmisión 

de hienes de los que teóricamente han de sujetarse. 

Pero la Ley, a quien se le ocultan numerosos actos sujetos, ha 

percibido la existencla de contratos de obras no presentades a liqui­

dación, y como sabe que un día han de aAorar a la luz pública, espera 

a que se declare la obra nueva en que ha cristalizado y presume la 

existencia de aquel contrato anterior, que es el que queda sujeto a 

imposición en este momento, salvo la prueba en contrario,que consis­

te, bien en justificar que ya pagó o se eximió, bien que aquel en 

cuyo favor se hace la declaración, es decir, el propietario del solar, 

figura a los ojos de la Hacienda como habitual de la construcción. 

El texto habla de «construcciÓn» únicamente, pero debe entenderse, 

al no distinguir la Ley en su declaración gc:nénca, que en la presun­

ción se comprenden todos los demas actos a que nos hemos referido 

y que pueden ser objeto de «obra nuevan. 
Cabe oponer a la presunción la prescripción del contrato de obras, 

en cuyo caso no debería liquidarse por tal concepto, aunque el Re­

glamento no lo diga así, pero jurídicamente es indudable que, trat:ín­

dose únicamente de hacer aparecer un contrato de obras oculto, si 

prescribió, conforme a las reglas generales, su obligación fiscal, no 

puede darse a «la obra nuevan rango de concepto tributaria. Si la 

fecha del documento privado ha de estimarse como cierta a efectos 

de terceros, la Hacienda ha de estar y pasar por ella. 

Si el propietario aportó los materiales y se prueba así, se dedu­

cir:í. su importe, para girar sólo por contrato de obras; y aquel sera 
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solidariamente responsable del pago del impuesto, que recae sobre 
el contratista. Si los contratos de obras gozaban de exención o bonifica­
ción, las obras nuevas han de seguir el mismo trato, al ser únicamente 
un indicio. 

4.° Contiene el nuevo Reglamento declaración de sujeción de las 
revisiones de precios ( artÍculo 51, 4 .") que realmente no era precisa, 
puesto que al tratarse de una rectiticación del valor del contrato ya 
estaba de siempre sujeta según las normas clasicas del Impuesto. 

Sociedades 

l.o El Impuesto grava las transmisiones de hienes; pera, tradi­
cionalmente, los Reglamentes anteriores señalaron siempre un trato 
de favor, con un tipa inferior, para las aportaciones de hienes a las 
Sociedades. En primer lugar, con el fin de fomento de Compañías 
que promovieren industria y comercio, y, con ello, la Economía Na­
cional. En segundo, por: reflejar en algo la discusión doctrinal de Sl 
se trata de una pura transmisión a una persona distinta, o de un acta 
constitutiva del nacimiento de una nueva personalidad. Pero, al arn­
paro de esta diferencia de tipa de imposición, surgió en los últimos 
años una corriente defraudatoria en la adquisición de hienes por so­
ciedades, mediante dos distintas actuaciones: a) se reservaba la So­
ciedad acciones en cartera procedcntes de la constitución o de un au­
mento de capital, y ante una adquisición interesante, se entregaban 
aquellas acciones al vendcdor, en lugar del meralico del precio con­
venido, y luego se le recompraban aquellas acciones, con lo que se 
tributaba al tipo ínferior de Sociedades; b), o bien se autorizaba al 
Consejo de Administración por los Estatucos, o por acuerdos de mo­
dificación, para aumentar el capital social basta una cifra determi­
nada, sin previa consulta a la Junta General, de acuerdo con lo se­
ñalado en el artÍculo 96 dc la Ley de Sociedades Anónimas, y, surgi­
da la oportunidad de adquisición de hienes, se realizaba el aumento · 
y se entregaban acciones como hemos dicho. 

La Administración había de salir al paso de estas maniobras, y, 
en lugar de hacer caso a los teóricos partidarios de una tributación 
para las aportaciones similar a las de transmisión intervivos normal 
de la clase de hienes de que se trate·, y señalar un tipo idéntico al de 
éstas, eliminando así la desviación, ha señalado esta asimilación para 
estos dos casos solamente, pensando en. que únicame.nte en ellos se 
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da, en general, la defraudación, al poder los Administradores, sm 

contar con nadie, actuar de la forma indicada. Sin embargo, en So­

ciedades pe1ueñas, aunque se ha de reunir la Junta General y decidir 

sobre ello, a maniobra es igualmente posible y las dificultades se 

pueden soslayar, como vgr. el derecho de los accionistas a la ampha­

ción del capital, que queda practicamente sin efecto si las condiciones 

de la ampliación indican la aportación de hienes determinades en 

lugar de entregas de metalico. 

En el artÍculo 9 (l2), se declara que la transmisión de la propie­

dad minera por aportación a una Sociedad tributara con sujeción a 

este concepte; y no distinguiendo entre las formas de aportación 

antedichas, pudiera alegarse, en todo caso, la procedencia del tipo 

de favor. No dcbe ser asÍ, sino aplicarsc la norma para toda clase de 

hienes, pero tendría que ser explícita el Reglamento y modificar la 

redacción dada. 
2. 0 En caso dc ampliacioncs dc capital, se suscitó controversia 

sobre la forma en que debía dc tributar la «prima)) legal señalada 

para la ampliación, y el nucvo tcxto lo resuelvc al considerar las 

primas como aportacioncs, que quedan sujetas al impuesto, cualquiera 

que sea el fundamento de su señalamiento. 

3.0 Si fuera menester reducir el capital social por falta de pago 

de dividendos pasivos, sc provocaría un problema doctrinal sobre 

si la percepción po~· la Sociedad de las cantidades ya percibida:., 

lo fucron a título lucrativa (al no existir conrraprcstación) o a tÍtu­

lo oneroso, provocando consccuencias fi.scalcs totalmcntc diferentes. 

El nuevo tcxto considera que la ccsión no pucde conceptuarse como 

efectuada por el socio a título lucrativa, al no podersc apreciar en 

un acto de esta índole «:mim us donandi)) alguno; y lo sujeta al tipa 

inferior de transmisión dc <<Inucblesn. en definitiva como indemm­

zacwnes. 
4.0 Al sujctar el Reglamento como «disolucióm de Sociedad 

todo acto gue dé lugar a b entrega dc hienes o cantid:~des a los so­

cios, implicaba en la denominación a los dividendos, que tienen na­

turaleza absolutamente distinta de la de devolución, que era la que 

provocaba la sujeción, pues el dividendo es precisamente el fin bus­

cada por el contrato de Sociedad, el animo de lucro que lleva implí­

cita el acuerdo de voluntades, y por el que ya se tributó al constituir­

se la Sociedad. Y por eso, el nuevo texto salva de la norma el reparto 

de dividendos. 
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5.0 El Reglamento hasta ahora en vigor sólo sujetaba la am­pliación de objeto social para comprender en él facultades u opera­ciones que no fueren de las atribuidas a las Sociedades de su dase por el Código de Comercio, es decir, si la Sociedad dejaba de perte­necer a uno de los grupos: de Crédito, Banco de emisión y descuento, Compañía de crédito territorial, Compañía de minas, Banco agrícola, Concesionarios de ferrocarriles, tranvías y obras públicas y Almace­nes Generales de Depósito. La casi inexistencia de supuestos sujetos obligó a interpretar de forma que la ampliación induyese actuaciones impropias del sector económico a que se dedicaba, dejandola sin suje­tar si la ampliación correspondía a actividades similares, sin conver­tir, vgr. al industrial en comercial, o a la inversa. 
. Se hacía preciso, por lo tanto, reajustar la terminología empleada, señalando en qué casos se dehía la ampliación de objeto considerar sujeta, pero en el nuevo texto no se hace así, sino que sujeta todo caso de ampliación. De ahora en adelante, el liquidador debed pro­ceder a sujetar toda ampliación de ohjeto, aunque sea intrascendente, lo que en modo alguna deseaha el Reglamento ni hay razón jurídica ni económica que induzcan a gravarlo. 

6.0 El nuevo texto suieta por disolución de Sociedad la divi­sión material de hienes poseidos pro-indivisa en el caso de que, adqui­ridos por título gratuito, haya habido convenia expreso entre los comuneros para mantener o crear la indivisión. Es frecuentísimo el dejar pro-indivisa unos determinados hienes al realizar una partición hereditaria, y el hecho de dividirlos estaha anteriormente no sujeto al Impuesto porgue no se consideraha hahía surgido hecho económico alguna por la simple permanencia de hienes en indivisión que era su estada natural si no se partía. Mas ahora se da el contrasentido de sujetar la división en tal caso sin sujetar como constitución el acuer­do para mantener la indivisión, pues sólo lo esta la asociación expresa de herederos, concepto totalmente diferente :d supuesto antedicho. 

Ohligaciones 
l.o La reforma introducida persigue la eliminación de la dis­tinción del anterior Reglamento entre ohligaciones simples, emitidas por Sociedades mercantiles o industriales, de las emitidas por el resto de personas, que en lo sucesivo tributaran por el tipo superior que es el especial de esta dase de títulos . 

.. 
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Quizas era mas jurídica la dístinción del anterior, pues los tÍtulos 

de personas no mercantiles o industriales no variaban en su esencia 

el concepto de préstamo del que eran simple movilización, sin reper­

cusión estimable en el mercado de capi tales; en cambio, es practica 

la reforma por la simplificación introducida y la rareza de las sim­

plemente particulares. Sin embargo, quizas únicamente por un error 

de redacción, se conserva en la tarifa el núm. 12. para cédulas, tÍtulos 

u obligaciones no garantizadas con hipotecas, declarando que tribu­

taran como préstamo, es decir, sólo al 0,50 %, declaración absoluta­

mente contraria al antedicho artÍculo 20 del Reglamento, tanta en las 

simples como en las aseguradas con prenda, lo que nos obliga a exa­

minar cua! de los dos ha de prevalecer: laT arifa unida a la Ley, o el 
Reglamento que la modifica. Estando los dos dictados por Decreto 

gozan de igual rango, pur lo que sera preciso acudir a la Ley de Pre­

supuestos que autorizó la modificación, y, al no observar referencia 

alguna a este concepto, antes bien sólo queda autorizado el Ministro 

para introducir en la tarifa las modificaciones que se deriven de las 

reformas que indica, sera preciso pronunciarse porgue prevalezca la 

tarifa con su tributación inferior y ser el Reglamento accesorio a 

la Ley. 
Sin embargo, la distinción que pretendía anular el nuevo Re­

glamento, vuelve nuevamente a señalarla al indicar que la transmi­

sión de los tÍtulos emitidos por Sociedades mercantiles o industriales 

tributan sólo si se transmiten {or escritura pública, o documento ju­

dicial o administrativa, y al % ; mientras que los de las dem:Ís 

personas tributaran siempre en su transmisión, y como «muebles» o 

«derechos rea les» al 3 ?o ó 6 7o, cualquiera que sea el documento 

de aquélla. Esta declaración es perfcctamente jurídica, pues se trata 

en los últimos supuestos de transmisiones de créditos normales, que 

no han de gozar de la protección favorecedora de un mercado de ca­

pitales. Pero el Reglamento debería haber sido consecuente y aplicar 

un mismo régimen si así lo hacía al subir de tipo. 

Sociedad conyugal 

Se dejaba sentir la necesidad de rectificar la omisión reglamen­

taria en que se había incurrido, teniendo que remediarla por asimila­

ción, del supuesto de disolución de la Sociedad conyugal, no por 
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fallecimiento de uno de los cónyuges, sino por otra causa distinta. 
La solución es la concorde con la técnica jurídica imperante: tributara 
cada cónyuge por los bieoes que reciba. 

l\'luebles 

l.o La practica lograda por la jurisprudencia hubo de suphr, 
hasta la reforma actual, la falta de dedicación concreta del Regla­
mento a los traspasos dc locales de negocios, no sólo numerosísimos 
sino de una gran importancia económica en los últimos tiempos. Se 
discutió sobre si se trataba, o no, de cesión dc derechos arrendaticios, 
y prevaleció la tesis de tratarsc de una transmisión de un complejo 
de bienes ( dcrcchos arrend:1tarios, clientela, plus-valías comerciales, 
etcétera), que obligaba a sujctarlo por el concepto de transmisión de 
bienes muebles, y, en su fin orde11:1dor o recopilador, el nuevo texto 
incorpora el concepto de conformidad con lo que en la practica se 
venía ya aplicando generalmente. 

Se liquidaran como mucbles, por el valor real y comprobable, y 
sin perjuicio de las liquidaciones que procedan como subrogación en 
los arriendos. El nuevo texto los declara sujctos por tal concepto, tanta 
si se realizan a favor del tercer adquirente, co:no al arrendador que 
ejercitare los derechos de tanteo y retracto, aunque hay que hacer 
resalt:~r lo desgraciada de cst:~ terminología (que sc rep i te en los ar­
tÍculos 16 y 24) que deja :~1 m:1rgcn :1l :1rrcndador que adquicra por 
concierto vol untaria sin ejercicio dc talcs dercchos; a pesJr de ello, 
es indudable que, en estc c:~so, el :~rrcndador actúa como cse «tercer 
adquirente>l y ha dc quedar sujcto en idéntica forn1:1. 

2." En las mismas condiciones dc olvido y jurisprudcncia se 
encontraba el hoy ya prevista supuesto dc cesión a tÍtulo onerosa de 
los dcrechos del adjudicatario dc una contrata, discutiéndose sobre si 
se trataba de una cesión de bicncs o una simple sustitución en el , 
puesto de un contratista con la consiguiente novación de un contrato 
de obras o mixta de obras con suministro, liquidable por este con­
cepto; se sentó jurisprudencialmente su asimilación a «cesión de 
bienes muebles» por los derechos a beneficios que implicaba la obra 
y, recogiéndolo así el nuevo Reglamento, señala como base el precio 
de cesión y, en su defecto, procede a una estimación ~si bien capri­
chosa- equitativa, de lo que, al contratar, se consideran «beneficios 
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industriales»; y su fijación, el 6 % del montante de la contrata o 
parte pendiente, se configura como base de la liquidación, sujeta a 
rectificación al final de la misma. 

3.0 En su af:ín de equilibrar la acción fiscal impidiendo, en lc 
posible, ocultaciones de actos sujetos, el nuevo Reglamento (artícu~ 
lo 48, 5.0

) señala que basta un simple indicio, cual es la existencia 
de una simple diligencia administrativa ~ue acredite el cobro por el 
Estada, Corporaciones u Organismos Autonomos, del precio de venta 
de bienes muebles que aquéllos realicen a favor de cualquier género 
de personas; es dectr, suprime la exigibilidad de la existencia de un 
documento al presumir que aquellas Entidades no realizan contratos 
verbales, aunque pueden hacerlo legalmente después de la Ley del 
20 de diciembre de 1952. 

Y, cortando una corriente ya amparada jurisprudencialmente, in 
cluye también, como documento bastante para la liquidación, los 
mandamientos de pago que expidan aquellas Entidades en las com­
pras de muebles y en los contratos de obras o suministros. 

Debería, sin embargo, continuar el Reglamento con su tradición 
jurídica y no sujetar sino los contratos de compra~venta de muebles 
configurados realmente en una convención documental, que son los 
realmente trascendentes a los ojos de la Hacienda. Si una venta o 
..:ompra se perfecciona y consume en un mismo X simple acto verbal, 
no debería sujetarse y no por la naturaleza publica de uno de los 
contratantes cambiar el tratamiento fiscal de un acto, cuyo fondo sigue 
siendo el mismo. 

Contratos de suministros 

Hasta ahora únicamente estaban sujetos al Impuesto los contratos 
de suministros que se verificasen para el Estado, Corporaciones o 
Entidades que tuvieren a su cargo la ejecución o prestación de al~ 
guna obra o servicio pública. La Ley de Presupuestos autorizó al Mi­
nistro para que extendiera el concepto a cualquier clase de personas 
que fuere, y así el nuevo texto (artículo 5.0

, VIII y 25) los sujeta sin 
distinción de personas. El Reglamento reserva expresamente las exen~ 
ciones existentes para agua, luz y fuerza motriz para usos domésticos 
y víveres para el Ejército, pero no reserva espec1almente la que para 
las ventas en documento privada tiene reconocidas (artículo 6.0 

-
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A) Il) para cuando el vendedor sea dueño, colona, aparcero o arren­
datario de las fincas o ganadería de que procedan los hienes vendidos, 
por lo 9ue no podr:í aplicarsele la exención al darle el Reglamento 
definicion propia y caracter independiente al contrato de suministro. 
Sin embargo, no es esta, en defimtiva, sino una forma o modalidad del 
contrato de compraventa, con caracterÍsticas especiales de plazo y 
cantidad, por lo que si razones existen para eximir algún contrato de 
venta, debería obligar igualmente a la exención de los suministros 
de iguales circunstancias. 

Contiene el nuevo Reglamento una definición del contrato de su· 
minisrro que introduce una modificación esencial en la que hasta 
ahora venía rigiendo : bastaba la entrega de una pluralidad de objetos 
muebles u otras cosas que se pesen, midan o cuenten, mientras que 
ahora se exige una condición mas: que la cuantía de ellos no pueda 
fijarse de antemano mas que en términos sujetos a rectificación por 
estar condicionada a las necesidades del adquirente. Con ella, que 
recoge lo sentado por la jurisprudencia, queda circunscrito el conrrato 
de suministro al que realmente lo es sin confusión con una simple 
compraven ta de una pluralidad de objetos; pera la exigencia del re­
quiSito limitara en la practica la aplicación que en otro caso se hubiera 
dado al extender el concepto a los particulares. 

Fianzas 

Partiendo de la naturaleza accesoria del contrato de fianza, so­
gún el Código Civil, el Reglamento le hacía seguir el mismo trata­
miento fiscal que daba al contrato principal - sujeto, exento, o no 
sujeto, según lo estuviere éste. 

El Reglamento nuevo modifica este tratamiento señalando un 
camino peligroso: sólo exime o no sujeta si el principal es de natu­
raleza mercantil y esta exento o no sujeto. Este tratamiento es co­
rrecta con la técnica jurídica; pera, sujetando la fianza personal que 
garantice convenciones civiles no sujetas, atorga a este contrato de 
fianza un rango o naturaleza principal del que no gaza y que supone 
un revolucionaria tratamíento al que no debía acudir por ser contra­
rio a lo que son principies de Derecho Privada. 

Queda, en cambio, perfectamente definida como «prenda» la que 
hasta ahora se configuraba como «fianza administrativa,>, depósito 
pignoraticio para comparecer ante la Administración en algún caso. 
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Pren da 

La garantía pignoraticia estaba basta ahora equiparada, a los efec­

tos del Impuesto, a la fianza personal en contratos sujetos. Ahora, la 

Ley de Presupuestos lo indicó (y el Reglamento así lo hace), se 

crea el nuevo concepto fiscal de «Prendan con individualidad propia 

(n.Q 53 bis. de la Tarifa), se acerca su tipo de imposición (1,10 rr;) 
al de la hipoteca (1,20 %) y se incluyen normas similares a las de 

esta, en orden a base de imfosición, modificación, cancelación y 

subrogación en los derechos de acreedor prendario, atendida en toda 

caso la distinta contemplación que a los ojos del ·impuesto merece la 

diferente naturaleza mueble de los hienes con que se garantiza el cum­

plimiento de la obligación. 
Aunque la fianza prendaria es de caracter accesorio, igual que la 

personal, la importancia que hoy, en el trafico mercantil, adquieren 

hienes, derechos o mercancías, que alcanzan o superan al de los in­

muebles, es justo que la Hacienda asimile al derecho de hipoteca si 

las circunstancias obligan a unos contratantes a asegurar el cumpli­

miento de sus obligaciones con prenda que es menester considerar 

com? apror.iada para operaciones o actuaciones de caracter excepcional 

o pnne1pa. 

Préstamos 

La Ciencia Jurídica imputaba al anterior Reglamento el que 

gravase determinades actos si su formalización entrañaba interven­

ción de un fedatario o funcionaria, decladndolos, en cambio, no 

sujetos si se concretaban en documento privada, con lo que se asi­

milaba al Impuesto del Timbre al gravar el documento y no el acto 

mismo. Y, conforme con esta tendencia cientÍfica, han ido desapa­

reciendo de los sucesivos Reglamentes los denominades «actos for­

malesn; de entre los cuales quedaba superviviente la no sujeción de 

los préstamos personales en documento privada, que hoy desaparece 

en el nuevo texto, así como los créditos y reconocimientos de deudas, 

para declararlos sujetos, cualquiera que sea el documento en que 

consten, según ordenó expresamente la Ley de Presupuestos. 
Esta modificación, introducida por el texto actual, ha de tener 

grandes resonancias por la amplitud de que se ha dotada la declara­

ción de sujeción. No sólo tiene una base científica la reforma al ir 

contra un «acta formal)), sino social y política al atacar al prestamista 
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que explota su negocio con toda normalidad y beneficio al margen de 
una tributación que sujeta al préstamo en escritura pública que sólo 
se atorga en el caso de que su importancia económica o de nesgo lo 
obliga. En su lucha contra la usura, la reforma es loable; pero no lo 
es, en modo alguna, por su extensión, pues engloba la declaración 
actos que en ningún momento se estimó deberían tributar por este 
Impuesto. 

Una gran variedad de actos normales y frecuentísimos de trafico 
corriente quedan englobades bajo esa rúbrica genérica y sin matizar 
del nuevo Reglamento. Las pólizas de crédito respecto de las que los 
Bancos tradicwnalmente consideran no necesaria su intervención por 
Agente de Cambio y Balsa, por gozar el acreditada de absoluta con­
fianza del Banco, quedan ahora sujetas al Impuesto, cuando su con­
dición de negocio regular de Banca continúa siendo la misma que 
cuando el fedatario mercantil interviene en elias, lo que en lo su­
cesivo ocasionara, a no dudarlo, un encarecimiento totalmente ino­
portuna en multitud de operaciones mercantiles. Las conformidades 
de los clientes con los saldos deudores en descubiertos en cuenta a la 
vista ¿han de cvnsiderarse sujetos? Y multitud de actos mercantiles, 
como conformidades a aplazamientos de facturas o saldos, liquida­
ciones recíprocas, anticipos, cuentas corrientes mercantiles, etc., cuya 
importancia y volumen exigen una rectificación legislativa para que 
sean dejados al margen, pues el Impuesto no puede ni debe cercar 
de esa forma el trafico mercantil. 

No hay que olvidar que toda fianza personal queda sujeta si 
d contrato que garantiza lo esta, por lo que todo lo enunciada, si se 
garantiza personalmente, quedara sujeto también por este concepto. 

Atención especial merece la venta a plazo, o a plazos, en los 
que existe un reconocimiento de la deuda que queda pendiente, 
que con la redacción actual habrían de tributar por este concepto. 
En las actuales circunstancias, un gravame~ y unas responsabilidades 
como las que producen su sujeción es menester calificarlos de impro-' 
cedentes y casi pudiéramos decir no pretendidos por el legislador. 

Se va haciendo cada vez mas necesaria una reforma radical del 
Impuesto en este sentida para convertirlo, no en un modo mas de 
recaudación fiscal, sino en un media de que su pago signifique para 
el contribuyente una ventaja de la que, de otro modo, no gozaría. 

Cabe perfectamente señalar, en caso de reconocimiento de deuda, 
préstamos o créditos, un tipa de tributación a cambio de conceder, 
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vgr. fuerza ejecutiva con sólo presentar un acta notarial de r:equeri­
miento de pago en que no se opusiere, con todos sus efectos, tacha 
de falsedad a la firma obrante. La presentación en la Oficina en tiem­
po habil sería vol untaria, mas daría la eficacia antedicha; y su pre­
~entación ~n el memento de la demanda podría llevar un recargo de 
1mportanc1a. 

Poco a poeu hay que hacer que el pago del Impuesto sea intere­
sante, a cambio de conceder ventajas al contribuyente diligente, y, 
estudiando por este camino las modificaciones a introducir, se genera­
lizaría la imposición y sería cómoda y equitativa. 

Beneficencia e instrucción 

La protección hacia los establecimientos de Beneficencia o Ins­
trucción se manifiesta en el nuevo texto en el señalamiento de un 
tipo ínfimo a las adquisiciones que realicen los de cadcter privado 
y las destinadas a su fundaCIÓn. Y exentos los establecimientos pú­
blicos que antes tributaban por tipo mínima. 

El destino que se de a los hienes es a9.uí fundamental, pues si 
se prueba que encubre otra transmisión d1ferente podd liquidarse 
por la Tarifa normal, según un determinada procedimiento. Esta 
norma no es propia de un Estado de Derecho, pues convierte a un Ór­
gano de la Administración fiscal en juzgador de unas determinadas 
situaciones de hecho conforme a conciencia, por lo que deben seña­
larse concretamente las circunstancias de la imposición, y no dejarlas 
a un arbitrio sin recurso alguno. 

En las adquisiciones a tÍtulo lucrativa, antes se aplicaba la escala 
de herencias correspondientes a transmisiones de padres a hijos, mas 
ahora se aplican en su caso las especiales anteriormente indicadas. 

Donaciones 

No preveía el Reglamento anterior la existencia de las denomi­
nadas «donaciones onerosas o remunerativas» que obli~an a una de­
terminada prestación al donatario, y era preciso que la Jurisprudencia 
se fuese pronunciando sobre la forma de su sujeción. 

El nuevo texto señala la existencia de tales donaciones y da la 
solución jurídica y apropiada: tributaran como donaciones por las 
diferencias entre las prestaciones o exceso del valor del gravamen. 
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Herencias 

1.9 Modificación trascendente desde el punto de vista recauda­
torio y de equidad en la imposición, es la introducida al reformar 
las tarifas de las herencias, no porgue se hayan aumentado los tipos 
(antes bien, ademas de extender alga los exentos por su cuantía, re­
baja algunos tipos), sina porgue las anteriores escalas detenían en 
5.000.000 de pesetas el tipo progresivo, de tal forma que cualquiera 
que fuese el valor de lo adquirida por cada heredero por encima de 
aquel tope se aplicaba un tipo uniforme. 

Con las vanaciones experimentadas por la moneda y la tendencia 
de que se distribuya la carga fiscal dc forma que tributen mas los 
lJUe mas tienen, se Íntroducen tipos discriminatorios Y progresivos 
para cantidades superiores a 5.000.000 hasta 100.000.000 de pe­
setas, y, de allí en adelante se establece tipo única. Ella ha de su­
poner un co~siderable. au!11ento de recursos fiscales, cuya exacción 
hay que considerar equitativa. 

2.0 Por aplicación del Concordato con la Santa Sede, se modifica 
la imposición de las adquisiciones a tÍtulo gratuito para la edificación 
de templos, que antes tributaban por la escala de padres a hijos, y 
ahora lo son por los muy inferiores de Beneficencia o Instrucción 
particulares; y, ademas, comprende toda adquisición para finalidades 
de cuito o religiosas, redaccion genérica que admire evasión de toda 
índole, difícil de contener dada la casi imposibilidad de rectificación 
de la imposición, por proceder de donde procede. 

Por la misma causa, tributaran por idéntico tipa las instituciones 
en favor del alma, que antes lo hacían por la escala de herencias entre 
ascendientes y descendientes del segundo grada, siempre que se jus­
tifique la entrega de los hienes para finalidades de cuito o religiosas. 

3.0 Para cortar posibles evasiones, el Reglamento contiene nue­
vas normas sobre los hienes que se presumen forman parte de la 
herencia, a saber : 

a) Amplía a dos meses el plazo de un mes anterior al fallecimien­
to como presunción de propiedad de hienes del causante, aunque 
admire la prueba en contrano de la transmisión real a tercera no in­
teresado; mas, si no se justifica la inversión dada al medlico, st 
puede somerer el caso al Jurado Central. Inexplicablemente, el Re­
glamento anterior no contenía indicación sobre el supuesto de los 
hienes que . fueron permutades por el cau san te duran te dic ho período, 
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que, naturalmente, no estarían incluidos en la presunción, si existen 
en la herencia los hienes adquiridos a cambio, con valor equivalente; 
mas, si no son equivalentes, aunque no lo diga el Reglamento, sera 
preciso presumir que los valores de las diferencias forman parte del 
caudal: 

b) Contiene una nueva presunción de propiedad: cuando, en 
tres años anteriores al fallecimiento, los hienes hubieran sido adquiri­
dos a tÍtulo onerosa en usufructo po- el causante y en nuda propie­
dad por alguno de los interesados en la herencia o su cónyuge. 

e) Amplía a cinco años los tres señalados anteriormente para 
los hienes que transmitió el causante reservandose el usufructo. 

T rat:Índose únicamente de determinaciones arbitrarias de plazos, 
la modificación obedece únicamente al deseo de una superior exten­
sión del impuesto. 

d) Admite que los interesados en la sucesión eliminen ciertos 
bienés de la herencia mediante prueba documental, extremo que an­
teriormente no se encontraba prevista, y que puede ser útil sobre 
todo para la no sujeción de hienes en poder de fiduciarios (gestores, 
apoderados, mandatarios, etc.). 

4. 0 En caso de sustitución, los anteriores textos disponían la li­
quidación por la plena propiedad cuando la autorización para dis­
paner de los hienes de la herencia se hallaba afecta a una condición 
cuyo cumplimiento dependiese de la vo!untad del heredero; pera no 
sucedía así en todos los .::asos en que la decisión o la declaración de 
<mecesidadn habría de tomaria cualguier otra persona, y el nuevo 
Reglamen:o sale al paso de ello, asimibndo, con buen sentida practico, 
ambos supuestos ( artículo 32-3) en las sustituciones de herencias 
o legados. 

5.0 En el anterior Reglamento no se mencionaba para nada al 
fideicomiso catalan que, al amparo del Derecho Foral vigente, tienL 
arraigo y su utilización es frecucnte y que debe tener consideración 
independiente por sus caracterÍsticas especiales. Es muy normal el 
subordinar la determinación de herederos a la existencia de descen­
dientes del fiduciario u otro evento posible, y en estos supuestos, como 
son absolutamente indeterminados aquellos futuros adquirentes, s_e 
li9uidara en plena propiedad al fiduciario. Pero, llegada la transml­
sion, satisfara el impuesto el fideicomisario, y los herederos del fidu­
ciario podran pedir devolución de lo por él satisfecho por la nuda 
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propiedad (ya que usó del usufructo ), si prueban que los hienes se 
transmiten Íntegramente. 

La inclusión de esta norma ha de eliminar todas las cavilaciones 
y reclamaciones que hasta la fecha se producían en estos casos, si 
bien no debería haber dejado en el aire, como lo ha hecho, los res­
tantes supuestos de los que permite la legislación fiscal; pues su 
determinación y asimilación, o no, con los «hijos puestos en condi­
ción» puede ser objeto de debate. 

Queda también prevista la llamada «fiducia aragonesa». 
6.0 En caso de herencia reservable, el nuevo texto prevé un su­

puesto que era hasta ahora tratado solo por la jurisprudencia : el hecho 
de que el reservista enajene los hienes con consentimiento de todos 
los que en aquel momento sean presuntos reservatarios, cuyo caso 
queda asimilado al de extinción de la reserva, puesto que sus efectos 
pdcticos coinciden con ella y debe seguir el mismo trato fiscal. 

7.0 La prórroga del plazo de presentación se extiende automa­
ticamente sin necesidad de pedirlo, solución practica que eliminara 
un gran movimiento burocratico. 

Actas registrales 

La Ley Hipotecaria (artículo 199 h) ha creado una determinada 
tramitación con el fin de complementar un documento pública par:a 
su inscripción o inmatriculación de las fincas que comprenda. Y el 
nuevo texto, asimilandolas en sus efectos pdcticos a las actas de no­
toriedad que sirven el mismo fin, las sujeta a idéntico trato fiscal, 
quedando exentas si se justifica el pago anterior por la transmisión 
cuyo tÍtulo se suple. 

Usufructo, uso y habitnción 

1.0 El anterior Reglamento incluía una escala de valoración del 
usufructo en relación con el valor total de los hienes, señalando tan­
~os por cientos que variaban .f?Or períodos de cinco en cinca años 
los temporales, y de diez en d1ez los vitalicios ; el nuevo texto pre­
tende llegar a una mas estricta justÍcia, discriminando los respectlVOS 
valores con efecto para cada año intermedio en cada uno de los pe­
ríodos. 
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2.0 Anteriormente, en el usufructo indeterminada a favor de 

una persona jurídica, se tomaba como base el 60 % del valor de los 

hienes. Ahora, en cambio, se considera como transmisión de plena 

propiedad, sujeta a condición resolutoria, es decir, que, cumplida, se 

puede solicitar la devolución del impuesto. La solución pierde la 

arbitrariedad de la anterior, y gana en corrección jurídica. 

3.0 Se establecen reglas de liquidación de los usufructos en sus 

distintes supuestos de constitución, extinción y enajenación de los 

derechos de usufructo o nuda propiedad, que varían en algo el régi~ 

men anterior, en la siguiente forma: 
a) El nudo propietario presentara cada nueve años para· que 

no prescriba, en la Oficina Liquidadora, fe de vida del usufructuaria, 

y, si no lo hiciere, se practicara de oficio, por la extinción, liquida~ 

ción que ya debed. existir en la Oficina desde que se presentó el 

documento de desmembración del dominio. Esta medida puede consi~ 

derarse impracticable por las dificultades de índole practica que ha 

de suponer. 
b) Contiene con todo detalle el Reglamento, en su artículo 66, 

normas concretas de liquidación para todos y cada uno de los supuestos 

previsibles en la vida de un usufructo, uso y habitación, de forma 

distinta al anterior Reglamento, y cuyo examen nos obligaría a una 

extensión superior al trabajo general de este momento. 
e) La renuncia de un usufructo ya aceptado equivale fiscalmente 

a una donación del usufructo al nudo propietario, y así se considera 

en el nuevo Reglamento. 

Personas ohligadas al pago 

Exento como lo estaba el Estado, el anterior Reglamento invertía 

la designación de la persona obligada al pago en aquelles contratos 

exentos, señalando excepcionalmente sobre quiénes debía recaer la 

carga fiscal. E indicaba concretamente en qué contratos se produc~ 

tal inversión. 
Sin embargo, en un afan recaudatorio, y para compensar en 

parte las exencwnes o bonificaciones concedidas, el nuevo texto am­

plía sin contención aquella excepción hasta convertiria en regla, de~ 

clarando que «en toda convencien en que sea parte, persona o enti~ 

dad que disfrute de exención o bonificación, la obligación de pago 
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recaera sobre la otra parte contratante, en los mismos supu~stos en 
que corresponde a ~uien contrata con el Estadm>. Por tanta, en los 
contratos de garantia y venta de materiales u otras casas muebles, 
aún con arrendamiento de servicios, cuando sea parte una persona o 
entidad de las señaladas en b) y e), del artículo 6, sed persona obli­
gada al pago el que constituya la garantía o el vendedor. 

El precepto no puede ser menos justo ni equitativa, y ha de dar 
lugar a numerosas situaciones en las que queden vulneradas normas 
o principios de equidad. Quien contrate con una Cooperativa, vgr., 
o con un Pósito, o la Compañb T elefónica, habra de pagar Impues­
to de Derechos Reales que nunca pagaría si contratara con las Em­
presas que no gozan de tales beneficios ; y esta regla, que debía ser 
excepcional, se ha convertida en numerosa, con grave detrimento del 
prestigio del Impuesto. 

Y, ademas, no puede ser aplicable, pues hd.i:.>la de personas o en­
tidades que disfruten de exención o bonificaciÓn, sm caer en la cuenta 
de que si ha de pagar, vgr., el 50 %, por tener bomficado el otr~; 
50 % ¿qué es lo que ha de satisfacer el que con él contrató? ¿Ha 
de pagar el otro 50% que no percibe el Fisca? 

Este precepto ha de ser objero de estudio meditada, sin afan re­
caudatorio, con miras elevadas tendentes a una justícia impositiva. 

Base 

las reformas introducidas por el nuevo texto en orden a la deter­
rninación de la base sobre la que ha de girar el impuesto, pueden 
concretarse de la siguiente forma : 

1.0 En las transmisiones realizadas mediante subasta, antes la 
base era el mayor valor entre el precio declarada o el comprobado. 
Ahora se considerara que constituye valor declarada cualquiera de 
los que, de algún modo, figuren en el expediente o subasta.- Es 
decir, que la Administración considera que debe perjudicar a los 
interesados cualquier acta en que se concrete un determinada valor 
de los hienes transmitidos sin perjuicio de que el contribuyente 
pueda pedir tasación pericial. Pera la apreciación, si bien es justa, 
no tiene fundamento jurídica de fuerza, pues el adquirente en su­
basta es un tercera a guien no puede perjudicar un acuerdo entre 
deudor y acreedor, señalando un valor para subasta que obedece, 
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'nuchas veces, no a una estimacwn cuantitativa. sino a coyunturas 
determinadas de oportunidad o no de realización de los hienes. Sin 
\:mbargo •. debení perjudicar el pacto de valor cuando el adquirente 
sea el m1smo acreedor c¡ue se declaró conforme con él, pero, si el 
\dquirente fuese. un e_xtraño, no debería quedar obligada por un 
'I.Cto en que no mtervmo. 

2.0 Si el valor de los hienes fuese fijado en moneda extranjera, 
se debatía si la base venía determinada por el cambio oficial o por 
los que resultaban del mercado libre de valores, discutiendo en tal 
cuestión el T. S. y el Tribunal Económico Administrativa CentraL 
Ahora, el Reglamento ampara a ambos y tornara el liquidador el 
que sea mayor, aunque en estos mementos se plantearía otro pro­
blema con los cambios diferentes que en teoría pueden producirse. 

3.0 Para fiiar la base en los valores que no se coticen en Bolsa, 
o que tengan alguna limiración para su transmisión libre, que pre­
senta realmente un problema difícil de solucionar, se deja en la ac­
tualidad que la Oficina Liquidadora utilice cualquier media de com­
probaoón con que cuente la Administración para cualquier otro 
impuesto, así como valorar cada um de las partidas del Activo de 
los Balances presentades, que tenddn plena vigencia durante rodo 
el ejercicio económico siguiente. 

La regla es demasiado amplia, vaga e inconcreta para que el 
contribuyente conozca cie antemano el criterio que va a prevalecer 
en el liquidador, y, tradndose de una apreciación, en definitiva sub­
jetiva, el fallo de la posiblc reclamación contra la liquidación habra 
de contener a su vez una nueva decisión puramente personal del 
redactor de b resolución. Es menester fijar normas para que cada 
acto se sepa de antemano cómo va a tributar. 

4.0 El nuevo texto señala nuevas normas para el calculo de la 
base en las concesiones eléctricas de todas clases, las concesiones 
para desecación y saneamiento de terrencs, transmisión de propie­
dades mineras e inscripción de aguas de riego, y establece que, en 
las concesiones no reguladas, se tornara como base el valor señalado 
en el expediente administrativa, el que se compruebe por los medios 
reglamentarios, o el declarada por los interesados. 

5.0 Uno de los puntos mas destacados del Impuesto ha sido 
el concepte de «carga» señalado en el artículo 100, pues su redacción 
confusa daba Jugar al nacimiento de interpretaciones contradictorias. 
El nuevo Reglamento parte de una definición genérica de «carga» 
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conforme al espíritu que presidía la anterior regulación, y establece 
después la diferencia entre las «deducibles» y las <<no deducibles», 
y sus efectos en las transmisiones lucrativas y onerosas. El tema 
ofrece suficiente materia para un trabajo especial y no es posible su 
analisis detallada en una visión general, como es la nuestra. 

Unicamente haremos mención a que en las transmisiones onerosas 
se giraran dos liquidaciones: una por la transmisión en sí, y otra 
por adjudicación en pago de asunción de deudas, si el tipo de éstas 
es superior al aplicable a la transmisión onerosa. 

6.0 Ame la practica seguida con éxito para la valoración nor­
mal de actos que entrañan dificultad de valorar la base, el Regla­
mento nuevo incluye (art. 80, 12. 0

) la posibilidad de que el liqui­
dador solicite la valoración practicada por un funcionaria técnico 
de la Administración. Sin embargo, al incluido el Reglamento como 
discrecional del liquidador, deja pendiente el problema de los ho­
norarios del tasador, que han de recaer forzosamente en el contri­
buyente, con el evento posible de haber confirmada el resultado el 
valor declarada, y, por contra, el gravamen de los derechos deven­
gados por aquella situación. 

Reglas de Jiquidación 

Son importantes las siguientes modificaciones : 
1.0 Basta una declaración escrita acreditativa de la transmisión, 

hecha ante cualquier Organismo pública para que en él produzca 
efectos y que el acto sea liquidable, aunque no aparezca el documento 
en que cristalizó. Es un exponente mas de la gestión coordinadora que 
implanta el Reglamento para que toda la Administración coopere en 
la eficacia del lmpuesto. 

Y en este mismo renglón coordinador, el cambio de sujeto pa­
sivo de cualguier impuesto o exacción requerira la justificación del 
previo pago del lmpuesto de Derechos Reales; y todos los funcio­
nari os de cualquier clase que sean quedan obligados a comunicar 
a la Abogacía del Estado la existencia de todo acta sujeto y no 
satisfecho que conocieren, hajo amenaza de responsabilidades per-
sonales. · 

Y los Registradores haran constar, en caso de exenciones o boni­
ficaciones, la afección de los hienes para el caso de no cumplirse en 
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los plazos señalados por la Ley los requisitos exigidos para la defi­
nitiva efectividad de los beneficies. Esta afección sera, a no dudarlo, 
practicamente ineficaz para la Hacienda Pública, que ya tenía sus 
derechos reconocidos, y, en cambio, va a suponer un enorme con­
fusionisme registra! que dara lugar a futuras disposiciones ordenando 
la desaparición de tales afecciones. 

2.0 Se liquidara como inmuebles la transmisión de una Em­
presa mercantil o industri:d en que se incluyan con el inmueble en 
que esté instalada, los bienes que sirvan para su explotación. Pera 
no aclara si discriminandose precios entre unos y otros hienes, se 
aplica el precepto, o no. 

* * * 
Obvio es indicar, antes de dar por terminada este trabajo, que 

la crítica de un texto legal imposit1vo no implica en modo alguna 
analisis ni examen de un:1 actuaciÓn ministerial, implicaciÓn que 
no es objeto del prèsente estudio, puesto gue pueden existir cons­
tantemente razones de orden general que determinen el dictar me­
didas no siempre acordes en todos sus aspectes con la simple teoría 
aislada. 

Que esta enumeración de los problemas que plantea la Legisla­
ción actual sirva para guc la Academia pueda, en su día, y previo 
el estudio correspondiente, propugn:1r por robustecer el fundamento 
jurídica de los textos del Impuesto y por eliminar toda cuanto 
signifique race contra estos principies jurídicos, de forma que des­
aparezca toda imputación a un simple afan recaudatorio, basta lle­
gar a que el Impuesto se:1 de todos conocido, justificada y basta 
inclusa pretendido por las ventajas gue puede atorgar su pago. 

HE DICHO. 





DISCURSO DE CONTESTACION POR EL 

ACADEMICO NUMERARIO 

ILMO. SR. DON JOSE FERNANDEZ Y FERNANDEZ 





ExcMo. SR. MINISTRO, 

ExcMo. SR. PRESIDENTE, 

ExcMo. Y RvnMo. SR. ARZOBISPO-ÜBISPO, 

ExcMAS. E ILMAS. AuTORIDADEs Y REPRESENTACIONES, 

ILMOS. SRES. AcADÉMicos, 

SEÑORAS, SEÑORES : 

Al comunicarme la Junta de Gobierno de esta Academia el 
acuerdo de mi desi9nación para presentar al nuevo Académico Ilmo. 
Sr. Don José Mana Sainz de Vicuña y GarcÍa-Prieto, y contestar 
a su discurso de ingreso, consideré se me había conferida un honor 
superior a mis merecimientos y del que era difícil salir airosa, pera 
como la disciplina debe anteponerse a la modestia, y aún con la 
seguridad de que cualquiera de mis compañeros podría haber rea­
lizado este cometido con mayor brillantez, aquí estoy dispuesto a 
c;umplir con este honrosa mandato. 

Y para justificar estas palabras sin que puedan imerpretarse 
como de falsa modestia, he de aclarar que, en primer término, pa­
rece de lógica incuestionable que el presentador debe ser mas cono­
cido que el presentada, y aunque esta sea así dentro del ambito de 
nuestra Corporación, debido a mi mayor antigüedad, no ocurre lo 
mismo en el campo jurídica y de las finanzas, en donde la desta­
cada personalidad del Sr. Sainz de Vicuña, tanta por sus actuaciones 
y por los cargos que ocupa como por proceder de estirpe de finan­
cieros, es altamente conocida en esta ciudad. Ya en esta Umversi­
dad cursó el Doctorada de la Carrera de Derecho, cuya Licenciatura 
había cursada en la de 11adrid, y posteriormente, tras brillante opo­
sición, en la que obtuvo el número dos, ingresó en el Cuerpo de 
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Abogados del Estada, prestando sus servicios como Jefe de la Abo­
gacía del Estada de Soria, hasta que, en 1946 consigue su traslado 
a la Delegación d.e Hacienda de esta provincia, en donde permane­
ció hasta su solicitud de excedencia voluntaria para dedicarse mas 
intensamente a las actividades financieras. Así, desde 1953 es Direc­
tor del Banco Español de Crédito en Barcelona y Consejero de nu­
merosas empresas , como Banca Garriga-Nogués, Minas de Potasa 
de Suri a, T ranvías de Barcelona, La España Industrial, Mutu a Ge­
neral de Seguros, Contratación de Empréstitos, Obras y Servicios, 
Llobregat, S. A., y Sindicato de Banqueros, S. A., siendo nombra­
do también Vicepresidente de la Sección de Política Fiscal del pri­
mer Consejo Económico Sindic:d de Barcelona. Creo que basta esta 
breve enumeración de sus actividades y de sus méritos para justifi­
car lo inncesario de una mas detallada presentación del nuevo Aca­
démico, especialmente para un selecta auditoria, como el presente, 
totalmente identificada con el ambiente económico y financiero de 
nuestra ciudad. 

Y entremos ya, con la brevedad impuesta por la duración de 
este acta, en la contestación a su discurso, en donde la dificultad 
a que antes aludía aumenta, ya que, después del profunda estudio 
que acabamos de escuchar de la autorizada palabra de un prestigiosa 
Abogado del Estada, que son los que tienen a su cargo la aplicación 
e interpertación jurídica de las Disposiciones que regulan el Im­
puesto de Derechos Reales , poco puedo añadir, si no es en elogio 
de su magnífica trabajo, por lo que sólo me permitiré alguna re­
ferencia, en el aspecto primordialmente fiscal, de las novedades 
introducidas por las vigentes disposiciones que regulan el citada 
Impuesto, y que han sida tratadas con singular m aestría por el reci­
piendario. 

Voy a referirme, en primer término, a una cuestión de honda 
trascendencia, cua! es la de las exenciones en materia de este Im-
puesto. . 

_ Prescindiendo de los problemas de técnica jurídica que plantea 
el radical_ cambio de criterio operada en . esta materia,, ~os ocufare­
mos prevtamente, y desde el punto de ·v1sta de la pohttca fisca , de 
las repercusiones que tal cambio implica. 

Como es sabido, el origen de la nueva ordenación se encuentra 
en la importaò.tísima Ley de Reforma Tributaria de 26 de diciembre 
de 1957, cuyo artículo 84 autorizaba al Ministro de Hacienda para 
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revisar cuantas exenciones o bonificaciones de los impuestos de De­
rechos Reales, Caudal Relicto y sobre los Bienes de las Personas 
Jurídicas, existían en virtud de Leyes especiales, a cuyo efecto los 
beneficiados por elias debían instar su rehabilitación dentro del plazo 
de treinta días, a partir de la publicación de la propia Ley. Una vez 
revisadas por el Ministro, ninguna otra exencion o bonificación 
podría concederse sino en virtud de Ley. 

Como consecuencia, la vigente Ley del lmpuesto de Derechos 
Reales, promulgada el 21 de marzo de 1958, recoge en sus artícu­
los 3.0 y 4.0 las exenciones y bonificaciones existentes enumedndolas 
taxativamente, de tal manera que, como dice su artículo 5.0 en el 
parrafo 2.0

, «en ningún caso, ni aún a pretexto de ser dudosos, po­
dran declararse exceptuados o bonificados otros actos y contratos que 
los enumerados en los artículos 3.0 y 4. 0

>> antes citados. 
Pero la excesiva rigidez del nuevo sistema ha hecho necesario 

se dicte la reciente Ley de 23 de diciembre de 1959, estableciendo 
en su artÍculo 18 que «todo proyecto de ley por el que se establezca 
o modifique una exención, requerira previamente que el Ministro 
de Hacienda exponga al Gobierno, en Memoria razonada, la fina­
lidad del beneficio tributaria y la previsión cifrada de sus consecuen­
cias en los ingresos públicos)). Con ello se estableçe un procedi­
miento racional que permite la concesión de nuevos privilegios cuan­
do el interés pública lo demande, arbitrando el cauce adecuado para 
la creación y modificación de exenciones, teniendo en cuenta tanto 
la finalidad y conveniencia del beneficio como las repercusiones del 
mismo en los ingresos públicos. 

Aludido en general el tema de las exenciones, conviene ahora 
contemplar algunos de los problemas concretos que el cambio pro­
ducido en la matcria ha planteado. Quiza el ejemplo mas relevante 
lo encontramos en materia de seguros de vida, la cua! ha recibido 
directamente el impacto de la reforma, ya que el privilegio fiscal 
concedida por la Ley de 16 de diciembre de 1954, al eximir del 
impuesto la percepción de capitales por razón de los contratos de 
seguros sobre la vida humana, no ha sido recogido por la Ley del 
impuesto de Derechos Reales vigente, quedando, en consecuencia, 
suprimida el beneficio. 

Sin entrar en las cuestiones de orden jurídico, por tal razón plan­
teadas, ni en la crítica de su alcance, únicamente destacaremos el 
significada económico financiero de la reforma, en cuanto implica 
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la desaparición del trato desigual que estos capitales recibían en 
relación con los transmitidos por vía hereditaria, los cuales, natural~ 
mente, venían sujetos al impuesto. En consecuencia, el principio de 
igualdad ha prevalecido sobre la política de fomento del seguro 
de vida, que evidentemente sufrir:í cierta contracción por la opera~ 
tividad del impuesto. Por ella consideramos de gran int.erés el estu~ 
dio de las sugerencias formuladas por el recipiendario con objeto 
de mitigar los efectos c¡ue esta medida pueda producir. 

Problemas an:ílogos se plantean en otros casos concretos de exen~ 
ciones que habían sido concedidas por leyes especiales, y de las que 
sólo citaremos, en aras a la brevedad, los supuestos de cesión de 
contratas de viviendas de renta limitada, beneficios tributarios de 
la RENFE, Corporaciones Locales, etc. 

Pasemos ahora revista apresurada sobre algunas de las mas im~ 
portantes innovaciones en mareria de actos sujetos al impuesto, y 
qu_:: tan brillantemente han sida estudiadas por nuestro nuevo com~ 
panero. 

Del mayor interés resulta la decisión del legislador de sujetar 
al tributo las declaraciones de obra tmeva de inmuebles y las de 
buques, a salvo, clara est:í, que se acredite haber satisfecho el im­
puesto por el çontrato de consrrucción. 

Como ha escrita autorizadamente el Sr. Bas y Rivas, el sujetar 
la declaración de obra nueva a tributo provocara en muchos casos 
el que los interesados se conformen con la inscripción de los solares 
y gozar de la presunción de titularidad que con relación al vuelo 
establecen a su favor los artículos 358 y 359 del Código Civil y el 
38 de la Ley Hipotecaria. Por otra parte, es de notar que la falta 
de publicidad de la edificación construïda puede repercutir en cierta 
manera en la Contribución Urbana. Por ella el citada autor propone, 
como solución; la de establecer la presunción de que toda solicitud 
de licencia de obras lleva consigo la existencia del contrato, salvo 
que el dueño del suelo se dedique a la construcción de edificios, 
con lo que se a¡:>rovecharía la excelente fuente de informacióh que 
las oficinas mumcipales son susceptibles de proporcionar. 

Acierto indudable de la reforma es la nueva regulación de los 
contratos de garantía, distinguiendo diferentes especies y sometién· 
dolas a diversa trato fiscal. La discriminación que se hace entre la 
fianza propiamente dicha o garantía personal y la garantía pign~ 
raticia obliga a que se extreme el cuidado en el n:omento de la cali~ 
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ficación, a fin de evitar que determinadas figuras de prenda puedan 
cobijarse, en perjuicio del T esoro, ba jo un concepto excesivamente 

lato de fianza, como ocurre en el caso de la Hamada prenda irregular. 

Llama también la atención la perfecta técnica con que la nueva 

Ley y el Reglamento para su ejecución abordan el problema de las 

adjudicaciones en pago y para pago de deudas, configurando con 
toda claridad la Hamada adjudicación en pago de asunción de deu­

das, con lo que queda resuelta definitivamente esta delicada cues­
tión, que ha sido comentada con especial cuidada y acierto por el 
Sr. Sainz de Vicuña. · 

Otro concepto sustancialmente afectada por el nuevo régimen 

es el préstamo. T anto él como las figuras que fiscalmente le son 
afines ( reconocimiento de deu das, cu en tas de ct;édito con garantía 

personal y depósitos retribuidos) quedan sujetos, cualquiera que sea 
el documento en que consten. 

T erminaremos esta apresurada revista, considerando el criterio 

practico seguida al asimilar las aportaciones no dinerarias que reci­

ban las sociedades, al tipa común de transmisiones onerosas de 
hienes muebles e inmuebles, siempre que satisfagan su contravalor 

poniendo en circulación acciones en cartera o en virtud de capital 
autorizado. De esta manera se combate adecuadamente el fraude 

fiscal que venía produciéndose en la materia, si bien, como ha indi­
cada agudamente el recipiendario, cabe imaginar ciertos supuestos 

en que aún es posible la evasión. 
y no guiera terminar sin haccr mención a un tema del mas alto 

interés, en orden a la realización practica del Impuesto de Derechos 
Reales. Me refiero a la delicada y trascendental cuestión de la inves­

tigación de este tributo, cuva planificación adecuada ha sido acierto 

indudable de la última reforma. 
Hasta ahora, la investigación sc llevaba a cabo de un modo in­

suficiente y falto de coordinJción. En efecto y con arreglo al ar­
tÍculo 169 del Reglamento anterior, eran exclusivamente los Inspec­

tores T écnicos del Timbre los funcionarios que coadyuvaban en la 
investigación del impuesto, ejerciendo _privativamente esta función. 

La necesidad de una perfecta coordmación respecto de los dife­
rentes impuestos ha dado lugar recientemente, si bien con anterio­

ridad a la vigente Ley del Impuesto de Derechos Reales, a una 
disposición de índole general sobre la materia, la Orden del Minis­

teno de Hacienda de 14 de febrero de 1958, en la que se perfila, 
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como instrumento adecuado al efecto, la Hamada «acta de coordina­
cióm>. Asimismo, en el orden organico se facilita la acción conjun­
ta, mediante la constitución de Juntas de Jefes provinciales de la 
Inspección. 

No obstante, la Legislación vigente del Impuesto de Derechos 
Reales ha venido a dar un paso mas en orden a la culminación de 
la investigación del impuesto. De una parte, se amplía al maximo 
el número de funcionarios legitimados para la accion inspectora e 
investigadora, con arreglo al artículo 170 del Reglamento, aprobado 
por Decreto de 15 de enero de 1959, que desarrolla en este punto 
el artículo 30 de la citada Ley d~ 21 de marzo de 1958, desapare­
ciendo el cadcter privativa de los Inspectores T écnicos del Timbre, 
al establecer, en su parrafo 3. 0

, que «cu:mdo sea necesario o con­
veniente, a juicio de la Dirección General de lo Contenciosa del 
Estada o del Abogado del Estada Jefe de la provincia, podd desig­
narse un funcionaria de Hacienda para coadyuvar a la investigación, 
comprobación de denuncias e inspección del Impuesto de Derechos 
Reales y sobre transmisión de Bienes». Seguidamente, el artÍculo 171 
del propio Reglamento, sin perjuicio de la actuación en régimen de 
coordinación, de conformidad con lo dispuesto por la Orden de 
14 de febrero de 1958, unifica la documentación formal de la acti­
vidad inspectora, perfilando la Hamada ((acta de simple constancia 
de hechos>>. 

Es de destacar que con estas medidas, y las normas contenidas 
en recientes Circulares de la Dirección General de lo Contenciosa 
del Estada, se potencia la inspección e investigación al maximo, 
puesto que no se trata sólo del dcscubrimiento ocasional de actos 
sujetos al Impuesto de Derechos Reales con motivo de la Inspección 
encaminada a la obtención de bases tributarias para otros impuestos, 
sina que se autoriza y se procurJ la investigJción directJ en esta 
materia, movilizando para ella no sólo a los que ya son Inspectores 
de otros tributos, sina también a cuantos funcionarios del Minis­
terio de Hacienda se estime necesario al efecto, que como Inspec­
tores especiales, según los llama el artículo 177 del Reglamento, dis­
frutar:Ín de todos los derechos y prerrogativas que corresponde a 
los Inspectores del Tributo al servici o de la Hacienda. 

En resumen: Que tanta por el número como por la calidad de 
los funcionarios designados, así como por la perfecta organización 
con que han de actuar, puede afirmarse, sin lugar a dudas, q~e la 
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investigación del lmpuesto así concebida ha de ser p1eza maestra 
para la realización del mismo. 

Y para terminar, sólo me resta felicitar muy efusivamente al 
Sr. Sainz de Vicuña por el merecido honor que se le confiere con 
su ingreso en esta Real Academia, en la que le recibimos con el 
mayor afecto, así como felicitarnos todos por la valiosa aportación 
científica que sus conocirnientos han de proporcionar, para el mejor 
cumplimiento de la alta misión que esta Corporación tiene enco­
mendada. 

HE DICHO. 
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